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Introducción

Resumen

La extinción de dominio agraria, en virtud de la Función Social de la 
Propiedad, es una herramienta jurídica propia del sistema de derecho 
colombiano que produce la terminación del dominio de un predio por 
las causales establecidas en el artículo 1 de la Ley 200 de 1936 (Ley de 
Tierras), quedando este predio a favor de la Nación, de acuerdo con el 
artículo 6 de la mencionada ley. Su fundamento se basa en la reforma 
agraria que Colombia lleva clamando desde hace más de 100 años. 
Pues evidente que la concentración de tierra y la marginación de los 
campesinos más pobres sigue siendo una problemática vigente en el país, 
ya que “el 1 % de las fincas de mayor tamaño tienen en su poder el 81% 
de la tierra colombiana”. Por esta razón, el siguiente documento nace del 
Proyecto Integrador de Semestre (pis) que desarrollaron los estudiantes 
de segundo semestre de Derecho de la Fundación Universitaria del Área 
Andina, sede Pereira, con el fin de que logren desarrollar habilidades 
investigativas y argumentativas e integren los conocimientos adquiridos 
en las materias de Sociología Jurídica y Civil Bienes. Por lo tanto, 
mediante este trabajo se realizará un recuento normativo sobre la figura 
de extinción de dominio agraria y los aspectos sociológicos que han 
marcado este fenómeno jurídico en Colombia desde 1936.

Palabras clave: extinción de dominio agraria, función social de la 
propiedad, Ley 200, Ley de tierras, reforma constitucional de 1936.

La extinción de dominio agraria, en virtud de la Función Social de la Propie-
dad, es aquella herramienta jurídica propia del sistema colombiano que produ-
ce la terminación del dominio de un predio por las causales establecidas en el 
artículo 1 de la Ley 200 de 1936 conocida como “Ley de Tierras” (Congreso de 
la República de Colombia, 1936a), quedando a favor de la Nación de acuerdo 
con el artículo 6 de la mencionada ley; su fundamento se basa en la reforma 
agraria que Colombia lleva clamando desde hace más de 100 años (Díaz-Ca-
llejas, 2002). Dicha reforma se ha fundado históricamente en la “Ideología de 
la Reforma Agraria” planteada por Antonio García, en la cual este afirma que 
debido a las hegemonías de los grandes latifundistas se limita la modernización 
de ciertos tipos de estructuras lógicas para la expansión de los campesinos más 
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marginados (Garcia Nossa, 1972); siendo evidente 
que la concentración de tierra y la marginación de 
los campesinos más pobres sigue siendo una pro-
blemática vigente en el país, para esto se puede te-
ner en cuenta el siguiente dato “El 1 % de las fincas 
de mayor tamaño tienen en su poder el 81% de la 
tierra colombiana” (Paz Cardona, 2018).

A este problema de la concentración excesiva 
de la tierra y la expansión de los campesinos, que 
cada vez son más pobres, se le suma la lucha políti-
ca entre los partidos tradicionales transcurrida en-
tre 1920 hasta 1936 (Díaz-Callejas, 2002). Esta con-
frontación se dio por la rivalidad entre los partidos 
Liberal y Conversador; el Partido Liberal apoyado 
por el Gobierno Nacional y el Partido Conservador 
apoyado por la Iglesia Católica. En la Reforma de 
1936, se evidenció una gran oposición desde el 
Partido Conservador y la Iglesia Católica en contra 
de las figuras que estuvieran en desacuerdo con 
la concentración de la tierra (Díaz-Callejas, 2002).

Actualmente en Colombia, la figura de extin-
ción de dominio se ha catalogado como una figura 
exclusiva de los delitos que tienen relación con el 
narcotráfico y causas ilícitas, ejemplo de ello son 
las causales de extinción de dominio contempla-
das en la Ley 793 de 2002 y la Ley 1708 de 2014, 
las cuales no están relacionadas con la figura de 
Extinción de Dominio Agraria y la Función Social 
de la Propiedad, como si lo están las causales dis-
puestas por el artículo 52 de la Ley 160 de 1994, 
como señala el Ministerio de Agricultura y Desarro-
llo Rural (2018), en el artículo 2.14.19.4.2 Causales, 
del capítulo 4, del Título 19, del Decreto 1071 de 
2015:

1. El incumplimiento de la función social de la 

propiedad, por inexplotación del predio. Esta 

causal opera respecto de los predios rurales, en 

Actualmente en Colombia, la 
figura de extinción de dominio 
se ha catalogado como una 
figura exclusiva de los delitos 
que tienen relación con el nar-
cotráfico y causas ilícitas...
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los cuales se dejare de ejercer posesión y explotación econó-

mica en los términos previstos en el artículo 1º. de la Ley 200 

de 1936, durante 3 años continuos.

2. El incumplimiento de la función ecológica de la propiedad, 

por violación de las normas ambientales en la explotación del 

predio. Esta causal opera cuando el titular del predio viola las 

normas sobre conservación, mejoramiento y utilización racio-

nal de los recursos naturales renovables y/o las normas sobre 

preservación y restauración del ambiente.

Es importante resaltar lo anterior, ya que, si se realiza una 
búsqueda de noticias, foros, documentos y otras fuentes do-
cumentales, se identifica que la mayoría de los casos están 
relacionados con los temas de narcotráfico o causas ilícitas, 
y no en función social de la propiedad, como lo son las dos 
causales anteriormente descritas.

La extinción de dominio agraria ha sido poco difundida, 
aplicada y contextualizada en Colombia por los diferentes ac-
tores de la sociedad. En la contienda presidencial de 2018, el 
candidato del partido Colombia Humana propuso realizar una 
reforma agraria como la de 1936, colocando de nuevo en el 
panorama de la sociedad y en la opinión pública la figura de la 
función social de la propiedad, de acuerdo con el artículo 58 
de la Constitución Política de 1991, además de los elementos 
que tiene el Estado para realizar la reforma agraria con el fin 
de reducir la pobreza de los campesinos.

La función social de la propiedad, como se menciona an-
teriormente, se encuentra consagrada en la Constitución Po-
lítica de 1991, cuya importancia ha cobrado efectos políticos 
que han marcado las elecciones presidenciales de 2018 a tra-
vés de las cuales gran parte de los ciudadanos han manifesta-
do que es necesario terminar con la pobreza campesina y dar 
acceso digno a la tierra. Es allí, donde la figura de extinción de 
dominio agraria juega un papel fundamental y determinan-
te para el Estado colombiano, pues permite que las tierras 
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improductivas por un periodo de tres años o los pre-
dios que atenten contra el medio ambiente puedan 
dar acceso a la tierra a los campesinos que no tiene 
tierras. Finalmente, esta medida jurídica debe estar 
acompañada de otras herramientas de la Sociología 
del Derecho dentro del Estado colombiano.

El Proyecto Integrador de Semestre (pis) es un do-
cumento investigativo por medio del cual se pretende 
que los estudiantes de segundo semestre de Derecho 
de la Fundación Universitaria del Área Andina, sede Pe-
reira, logren desarrollar habilidades investigativas y ar-
gumentativas e integren los conocimientos adquiridos 
en las materias de Sociología Jurídica y Civil Bienes; por 
lo tanto, mediante este trabajo se realizará un recuento 
normativo sobre la figura de extinción de dominio agra-
ria y los aspectos sociológicos que han marcado este 
fenómeno jurídico en Colombia desde 1936.

Finalmente, en cuanto a la temática, se pretende 
realizar un recuento normativo, en Colombia, desde 
1936 cuando se incorpora por primera vez la función 
social de la propiedad en el ordenamiento jurídico co-
lombiano, creándose la figura de extinción de dominio 
agraria, teniendo en cuenta su posterior desarrollo 
mediante el cual se busca lograr una mejor distribu-
ción de las tierras y garantizar a los campesinos po-
bres el acceder a la tierra para producirla (Díaz-Ca-
llejas, 2002). Igualmente, se busca con este trabajo 
identificar los aspectos sociológicos que influyen en la 
necesidad de desarrollar la figura de la extinción de do-
minio agraria contemplada por primera vez en la Ley 
200 de 1936 y las problemáticas sociales y políticas que 
han acompañado estos avances normativos.

Se busca con este trabajo 
identificar los aspectos so-
ciológicos que influyen en 
la necesidad de desarrollar 
la figura de la extinción de 
dominio agraria...
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Capitulo i. Planteamiento del problema

Desde 1936, y por medio de la incorporación del concepto de la Fun-
ción Social de la Propiedad al ordenamiento jurídico colombiano, se crea 
la figura de Extinción de Dominio Agraria en el artículo 6 de la Ley 200 de 
1936, la cual establece que los propietarios deben explotar económica-
mente su tierra o predios o de lo contrario podría aplicarse esta figura y 
los predios pasarían a la Nación (Alviar Garcia y Villegas Del Castillo, 2012).

Según Alviar Garcia y Villegas Del Castillo (2012), la Ley 135 de 1961 
surge debido a que se evidencian grandes falencias en la normatividad 
anterior, por lo tanto, se realizan ajustes y se crea el Instituto Colombiano 
de Reforma Agraria (Incora) para lograr una efectiva distribución de la 
tierra, aunque, al igual que en 1936, existió una falta de voluntad política 
para enfrentar a los grandes propietarios de tierras. Dichos autores ilus-
tran una gran debilidad que se dio en 1961 señalando que:

Además, el Incora adquirió de la mayoría de los predios durante sus prime-

ros tres años de existencia y después, el proceso de adquisición se detuvo 

y la adjudicación era ineficiente: de las 2 454 000 hectáreas adquiridas por 

medio de la extinción de propiedad, sólo 5000 fueron entregada a 121 

beneficiarios. (p. 124)

Lo anterior, muestra una gran falencia por el organismo creado para 
dar solución a la problemática de las tierras. Si bien se evidencia que la fi-
gura cumple con el objetivo para extinguir el dominio sobre la propiedad, 
no fue eficiente en la adjudicación, por lo que el proceso sigue presentan-
do problemas especialmente de carácter político.

De acuerdo con el Ministerio de Agricultura (2017), en el ABC del Pro-
yecto de Ley de Tierras, Colombia ha tenido el mismo problema histórico 
sobre la tenencia de la tierra: los gobiernos de momento intentan crear 
una fórmula creativa para brindar armonía entre los grandes propietarios 
de tierras y los que luchan por el acceso a la misma. En dicho ABC, se 
explican los alcances de un nuevo decreto en el que se evidencia que la 
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discusión sobre la tierra, la tenencia, la posesión, el do-
minio y la distribución de esta sigue siendo un tema que 
preocupa a los gobiernos, hasta el punto de que se ha 
convertido en una estrategia de Estado que no ha tenido 
grandes éxitos. El “Bloque Sancionatorio por Inexplota-
ción” contenido en dicho proyecto de ley, determina dife-
rentes ítems a tener en cuenta:

• Se actualiza y se aclara la figura de Extinción de dominio.

• Se actualiza el lenguaje y terminología de lo que 

debe entenderse por predio no explotado (Ley 200 

de 1936).

• Se establecen multas para quienes se identifiquen que 

no están explotando la tierra, como una advertencia 

previa a la procedencia de la extinción de dominio.

• Protege los derechos reales de terceros con garan-

tías reales.

• Define circunstancias especiales que acreditan la ex-

plotación económica.

En lo planteando anteriormente, se evidencia que 
cambia la noción inicial de la figura de extinción de domi-
nio planteada en 1936, aunque continúa conservando el 
principio de la función social de la propiedad. Desde 1936 
a 2015, han venido ocurriendo este tipo de cambios en 
la figura de extinción de dominio debido tanto a transfor-
maciones normativas como a fenómenos sociales que lo 
provocan, en aras de garantizar su aplicación e identificar 
las falencias a enfrentar con determinación a los grandes 
productores de tierras. De acuerdo con los constantes 
cambios presentados, inclusive en las políticas de dicho 
tema, se plantea identificar entonces: ¿cuáles han sido los 
avances en materia de Extinción de Dominio Agraria en 
Colombia desde la Reforma Constitucional de 1936?
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Capitulo ii. Objetivos

Objetivo general

Determinar cuáles han sido los avances en materia de extinción de domi-
nio agraria en Colombia desde la reforma constitucional de 1936.

Objetivos específicos

 » Establecer los avances normativos desde la reforma constitucional de 
1936 hasta el 2018.

 » Detallar los fenómenos sociales que han marcado este periodo y han gene-
rado la necesidad de que se produzcan cambios en el entorno normativo.

 » Analizar cuáles teorías de las estudiadas en la asignatura “Sociología Jurí-
dica” aplican en el caso de la extinción de dominio agraria en Colombia.

 » Enunciar la realidad informativa de la extinción de dominio de inmuebles 
rurales y la extinción de dominio por causas ilícitas.

Detallar los fenómenos 
sociales que han marcado 
este periodo y han genera-
do la necesidad de que se 
produzcan cambios en el 
entorno normativo.
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Capitulo iii. Justificación

Actualmente, la función social de la propiedad ha tomado nuevamente es-
pacio e importancia en la escena política del país debido a diferentes sucesos 
como la pasada contienda electoral de 2018, en la cual el candidato de la Co-
lombia Humana manifestaba abiertamente, mediante sus discursos, que la fun-
ción social de propiedad debía primar en el país para lograr una disminución 
de la pobreza en la que se encuentran los campesinos de Colombia (Diario El 
Politicón, 2018) y de la concentración excesiva de la tierra en una pocas familias, 
resaltando la importancia de la reforma agraria que Colombia ha clamado por 
más de 100 años (Garcia Nossa, 1972).

Esta figura de la función social de la propiedad fue planteada por Léon 
Duguit a principio el siglo xx en Francia y, parecía entonces, una herramienta 
jurídica que brindaba una solución al campo colombiano (Alviar Garcia y Vi-
llegas Del Castillo, 2012). Luego de que este concepto fuera desarrollado por 
Duguit, el expresidente López Pumarejo presentó el Acto Legislativo 01 de 
1936 (reformatorio de la constitución), en el artículo 10 y en los incisos prime-
ro y segundo, por medio de los cuales se determina lo siguiente:

Artículo 10. Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos adqui-

ridos con justo título, con arreglo a las leyes civiles, por personas naturales o 

jurídicas, los cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes pos-

teriores. Cuando de la aplicación de una ley expedida por motivos de utilidad 

pública o interés social, resultaren en conflicto los derechos de particulares 

con la necesidad reconocida por la misma ley, el interés privado deberá ceder 

al interés público o social.

La propiedad es una función social que implica obligaciones. (Congreso de la 

República de Colombia, 1936b)

En 1936, cuando este concepto es incorporado al marco normativo colom-
biano, se desarrollaron diferentes figuras jurídicas para garantizar la función 
social de la propiedad como la extinción de dominio agraria. Esta figura se 
expuso como una posible solución a la desigualdad que se presentaba con 
las grandes concentraciones de tierra y la no explotación de estas donde se 
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buscaba, según la Ley 200 de 1936, que estas tierras no ex-
plotadas mediante el debido proceso contemplado en la ley 
y decretos regulatorios pasaran a ser terrenos baldíos y, pos-
terior a ello, se realizará la debida asignación a campesinos 
pobres para lograr una productividad del campo colombiano.

Luego de tener claridad en el inicio de la función social de 
la propiedad y la posterior introducción de la figura de extin-
ción de dominio agraria, es de suma importancia identificar 
el posterior desarrollo de dicha extinción como una figura ju-
rídica relevante para lograr una verdadera productividad del 
campo colombiano y una reducción de la pobreza de los cam-
pesinos; lo cual se podrá conseguir mediante la obligación a 
los propietarios a explotar económicamente sus predios ru-
rales, generando empleo a los campesinos y una mayor pro-
ducción agraria.

Por otro lado, los autores de esta investigación identifican, 
en la extinción de dominio agraria, una posibilidad de lograr a 
través de una política pública integral el desarrollo del campo 
en Colombia, el acceso a la tierra por parte de los campesinos 
más pobres y, asimismo, una reducción de la pobreza rural 
que actualmente presenta el país. La herramienta jurídica 
para lograrlo existe en Colombia desde 1936 (Departamento 
Nacional de Planeación [dnp], 2015) y su papel fundamental es 
la redistribución de la tierra, haciendo referencia precisamen-
te a la reforma agraria. La redistribución de la tierra busca 
mejorar las condiciones económicas y sociales de los campe-
sinos más pobres y aumentar la productividad del campo por 
medio de la mejora de la oferta de alimentos. Sin dicha redis-
tribución no es posible una reforma agraria acompañada de 
una política integral dado a que esta se convertiría simple-
mente en políticas agrarias del gobierno de turno, además se 
debe tener en cuenta que la redistribución de la tierra implica 
un hecho político de profundas repercusiones económicas, 
políticas y sociales en Colombia (Tobón Sanín, 1990).

La redistribución de la tierra 
busca mejorar las condicio-
nes económicas y sociales de 
los campesinos más pobres 
y aumentar la productividad 
del campo por medio de 
la mejora de la oferta de 
alimentos.
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Capítulo iv. Marco normativo

A partir del análisis que se ha realizado en la asignatura “Civil Bienes”, 
se procede a realizar el recuento normativo de la figura de Extinción de 
Dominio Agraria, en virtud de la Función Social de la Propiedad, desde la 
Reforma Constitucional de 1936 hasta la fecha (2018) y, se complementa, 
con una observación frente a cada uno de los elementos identificados en el 
proceso de investigación y los aspectos sociales o históricos que marcaron 
un nuevo hito de este recuento normativo. Para una mayor comprensión, 
se presentan los resultados del proceso investigativo, en la siguiente tabla 1:

TABLA 1. HITOS LEGISLATIVOS DE LA FIGURA DE EXTINCIÓN DE DOMINIO AGRARIA  
(1936-2018).

LEY / DECRETO / 
SENTENCIA

FECHA 
– AÑO OBSERVACIÓN

Acto Legislativo 01 1936 Reformatorio de la Constitución.

Ley 200 1936 Sobre régimen de tierras.

Decreto 59 1938 Por el cual se reglamenta la Ley 200 de 1936, sobre régimen 
de tierras.

Ley 100 1944 Sobre régimen de tierras.

Ley 201 1959 Por la cual se dictan medidas tendientes a impedir el aprove-
chamiento económico de la violencia durante el estado de sitio.

Ley 135 1961 Sobre reforma social agraria.

Sentencia Corte 
Suprema de Justi-
cia, Sala Plena

1967 Derecho de Propiedad.

Ley 1 1968 Por la cual se introducen modificaciones a las Ley 135 de 
1961 sobre Reforma Social Agraria.

Decreto 719 1968
Por el cual se reglamentan parcialmente las Leyes 135 de 
1961 y 1 de 1968, especialmente en lo relativo a la adquisi-
ción de tierras de propiedad privada.

Ley 4 1973

Por la cual se introducen modificaciones a las Leyes 200 de 
1936, 135 de 1961 y 1 de 1968. Establecen disposiciones 
sobre renta presuntiva, se crea la Sala Agraria en el Concejo 
de Estado y se dictan otras disposiciones.

Decreto 1577 1974

Por la cual se reglamenta las Leyes 200 de 1936 y 135 de 
1931, con las modificaciones introducidas por las Leyes 1 de 
1968 y 4 de 1973 en la relativo a la extinción del derecho de 
dominio privado sobre inmuebles rurales.
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LEY / DECRETO / 
SENTENCIA

FECHA 
– AÑO OBSERVACIÓN

Ley 30 1988
Por la cual se modifican y adicionan las Leyes 135 de 1961, 
1ª de 1968 y 4ª de 1973 y se otorgan unas facultades al 
Presidente de la República.

Constitución 
Política 1991 El articulo 58 – introduce la función ecológica de la propie-

dad en base a la función social de la propiedad.

Ley 160

1994

Por la cual se crea el Sistema Nacional de Reforma Agraria y 
Desarrollo Rural Campesino, se establece un subsidio para 
la adquisición de tierras, se reforma el Instituto Colombiano 
de la Reforma Agraria y se dictan otras disposiciones.

Decreto 2665
Por el cual se reglamenta el Capítulo XI de la Ley 160 de 
1994, relacionado con la extinción del derecho de dominio 
privado sobre inmuebles rurales.

Decreto 1031 1995

Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 160 de 1994 
en lo relacionado con el otorgamiento del subsidio para la 
compra de tierras rurales, el crédito complementario y la 
asesoría para la gestión empresarial rural.

Decreto 321 2002

Por el cual se reglamentan parcialmente las leyes 101 de 
1993 y 160 de 1994 en lo relativo a la asignación integral de 
asistencia e incentivos directos para apoyar subproyectos 
productivos sostenibles, en desarrollo del Proyecto alianzas 
productivas para la paz.

Ley 1152 2007
Por la cual se dicta el Estatuto de Desarrollo Rural, se refor-
ma el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, Incoder, y se 
dictan otras disposiciones.

Decreto 639 2008

Por el cual se reglamenta la Ley 1152 de 2007 en lo relativo 
a la extinción del derecho de dominio sobre inmuebles rura-
les por incumplimiento de la función social de la propiedad y 
se dictan otras disposiciones.

Sentencia C-175 2009

Demanda de inconstitucionalidad contra la Ley 1152 de 
2007, “por la cual se dicta el Estatuto de Desarrollo Rural, se 
reforma el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, Inco-
der, y se dictan otras disposiciones”.

Decreto 1465 2013

Por el cual se reglamentan los Capítulos X, XI y XII de la ley 
160 de 1994, relacionados con los procedimientos adminis-
trativos especiales agrarios de clarificación de la propiedad, 
delimitación o deslinde de las tierras de la Nación, extinción 
del Derecho de dominio, recuperación de baldíos indebida-
mente ocupados o apropiados, reversión de baldíos adjudi-
cados y se dictan otras disposiciones.

Acuerdo de la 
Habana / Acuerdo 
Teatro Colón

2016 Acuerdo final para la terminación del conflicto y la construc-
ción de una paz estable y duradera.

Proyecto de Ley 2017 Por la cual se modifica la Ley 160 de 1994 y se dictan otras 
disposiciones.

Fuente: elaboración propia.
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Al tener claridad en las fechas de cada una de las leyes ex-
pedidas en relación con la materia de extinción del derecho de 
dominio agrario, se comenzará a resaltar los acontecimientos, 
hechos sociales o motivaciones principales que motivaron a 
cada una de las leyes expedidas por el Congreso y decretos 
reglamentarios.

Acto Legislativo 01 de 1936

El problema de concentración de tierras se ha visto domi-
nado por la formación del latifundio, el cual, el profesor Tobón 
Sanín de la Universidad Nacional de Colombia, definió como:

A su vez, la formación del latifundio obedecía a múltiples cau-

sas y factores históricos, que venían desde la colonia. tales 

como las llamadas “mercedes de tierra”; la destrucción de 

los ejidos o tierras comunales, las cuales fueron apropiadas y 

cercadas por los terratenientes; la relativa desaparición de los 

resguardos indígenas, que eran tierras comunales y no eran 

enajenables (problema que aún .se prolonga hasta nuestros 

días); el pago con tierras alas oficiales militares por sus “servi-

cios” en la guerra de independencia; las mismas guerras civiles 

que como efecto colateral y no buscado, hacían que grandes 

haciendas de los vencidos fuesen ocupadas de. hecho por los 

vencedores. etc.

El hecho fundamental era que el latifundio para la década del 

20 al 30 (1920-1930) estaba constituido por las mejores tie-

rras, las planas, las que eran aptas para la agricultura y la me-

canización, y eran explotadas por el sistema de la ganadería 

extensiva. (1990, p. 124)

Luego de esto fenómenos que se venía presentando y la 
concentración de tierras por parte de los dirigentes conserva-
dores, los liberales en cabeza del presidente López Pumarejo 
reforman la Constitución mediante el Acto Legislativo 01 de 
1936 (Tobón Sanín, 1990).
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El primer gobierno de Alfonso López Pumarejo pre-
sentado entre 1934 y 1938, fue uno de los más impor-
tantes en la historia de Colombia debido a que desarro-
llaron reformas fundamentales que generaron grandes 
transformaciones, por medio de las cuales el Estado 
buscaba adecuarse a las circunstancias de la economía 
y de una sociedad en transición. Durante este mandato 
también se adelantó una reforma tributaria en la cual 
se gravaron las rentas y, a través de impuestos directos 
(Velásquez Toro y Tirado Mejía, 1986), se surtió de re-
cursos al Estado para que pudiera ejercitar labores in-
tervencionistas que por las reformas se le adjudicaban.

Dentro los paquetes legislativos presentados por 
López Pumarejo, se dictó la Ley 45 de 1936 con el fin de 
eliminar distinciones entre hijos legítimos y naturales, 
se fortaleció la educación pública y se organizó la edu-
cación superior por medio de la Ley 65 de 1936, que 
reguló el funcionamiento de la Universidad Nacional, y 
se dictó la Ley 200 de 1936, con el propósito de demo-
cratizar la tenencia de la tierra, darle una función social 
a la propiedad agraria y solucionar los agudos conflictos 
que se vivían en el campo.

En el orden institucional, la política social y los de-
sarrollos legales tuvieron como base la reforma de la 
constitución sancionada en 1936; en ella, el Partido 
Liberal que era el único representado en las cámaras, 
pasó de un liberalismo clásico a uno intervencionista y 
de tipo social e introdujo cambios a la Constitución de 
1886. Principalmente, en la reforma constitucional, se 
consagró la función social que debe tener la propiedad 
y el derecho del Estado para intervenir en la educación, 
los conflictos sociales, las relaciones obrero-patronales 
y la vida económica. En aras de racionalizar la economía, 
se suprimieron los artículos que consagraban privilegios 
a la Iglesia Católica y, en consecuencia, se estableció la 
libertad de cultos (Velásquez Toro y Tirado Mejía, 1986).

En el orden institucional, 
la política social y los de-
sarrollos legales tuvieron 
como base la reforma de 
la constitución sanciona-
da en 1936...
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Es importante resaltar que, en esta reforma constitucional, 
se introduce por primera vez la función social de la propiedad 
en el marco normativo colombiano, con el fin de solucionar el 
problema de la tierra concentrada e improductiva (Alviar Garcia 
y Villegas Del Castillo, 2012). De acuerdo con el Acto Legislativo 
01 de 1936, en su artículo 10, se afirma que: “La propiedad es 
una función social que implica obligaciones” (Congreso de la 
República de Colombia, 1936b).

Ley 200 de 1936

El Partido Liberal en cabeza del presidente López Pumarejo, 
en aras de romper la hegemonía conservadora que se venía 
presentando, busca mediante el gobierno de “La revolución en 
marcha” la eliminación del latifundio y la reducción del creci-
miento de los campesinos pobres sin acceso a la tierra (Tobón 
Sanín, 1990); creando entonces la Ley 200 de 1936 como ban-
dera de su gobierno. Esta ley ponía sobre la discusión jurídica 
figuras como la extinción de dominio sobre inmuebles rurales 
con el fin de hacer cumplir la función social de la propiedad 
consagrada en la Constitución Política de Colombia en 1936, 
mediante el acto legislativo 01 (Congreso de la República de 
Colombia, 1936a).

Los terratenientes de entonces se obligaron a explotar eco-
nómicamente el predio durante los 10 años siguientes a la ex-
pedición de la ley (Tobón Sanín, 1990).

En el Artículo 1 recae la primera causal actual de extinción 
de dominio agraria, donde se establecen los términos de ex-
plotación económica necesaria en los inmuebles rurales de 
acuerdo con su función social: El propietario del inmueble se 
encuentra obligado a tener “plantaciones o sementeras, la ocu-
pación con ganados u otros de igual significación económica”. 
Por otro lado, el Artículo 6 establece la medida de extinción del 
derecho de dominio de propiedad a favor de la Nación sobre 
lo predios rurales, en los cuales se dejará de ejercer la pose-

El Partido Liberal en 
cabeza del presidente 
López Pumarejo, en aras 
de romper la hegemonía 
conservadora que se venía 
presentando, busca me-
diante el gobierno de “La 
revolución en marcha” la 
eliminación del latifundio...
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sión durante 3 años en los términos explicados anterior-
mente en el Artículo 1; cuando se presente un lapso de 
inactividad debido a una causa fortuita o de fuerza mayor, 
se interrumpirá en favor del propietario. No tendrá efec-
to la extinción del dominio a las propiedades inferiores a 
300 hectáreas que constituyan la única propiedad rural 
del respectivo propietario. En el Artículo 8, se deja claro 
que cuando sea decretada la extinción de dominio, res-
petando el debido proceso del propietario, usufructuario 
y acreedor hipotecario, se procede a la cancelación del 
registro y, después de dicha cancelación, el terreno ingre-
sa al dominio del Estado con el carácter de predio baldío 
(Congreso de la República de Colombia, 1936a).

En 1936, cuando el legislador colombiano entendió la 
necesidad de regular el tema de las tierras en Colombia 
debido a que a la fecha no existía legislación alguna, la 
Ley 200 tenía como finalidad la corrección, solución e im-
plementación de nuevas políticas que hacían referencia al 
dominio y la excesiva concentración de tierra y tenencia 
de la propiedad de las tierras. A partir de allí se considera 
el nacimiento de la extinción del dominio, aunque de ma-
nera muy escueta y simple sobre la asignación de estos 
terrenos; luego de pasar al dominio de la Nación, la aplica-
ción de la de Ley de Tierras tuvo un efecto paupérrimo en 
la vida social del país, ya que los campesinos empezaron 
a clamar la redistribución de la tierra (Zuluaga Serna y Ko-
remblum Resptrepo, s.f.).

Decreto 59 de 1938

Este decreto, que reglamenta la Ley 200 de 1936, tie-
ne elementos muy importantes que deben ser tenidos 
en cuenta, tales como: la acreditación de la propiedad 
privada en el Artículo 13; en el Artículo 26 afirma que los 
predios explotados económicamente en ninguna circuns-
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tancia serán sujetos de Derecho de Extinción de Dominio; en 
el Artículo 33 establece que en caso de que la resolución sea 
declaratoria de la extinción del dominio, se determinará en 
ella, de forma clara y precisa, el terreno afectado por tal decla-
ración y se ordenará la cancelación del respectivo registro de 
propiedad; el Artículo 34 establece la notificación necesaria 
del inicio de la medida al propietario; el Artículo 35 en el últi-
mo inciso afirma lo siguiente:

Hechos el registro y cancelación a que se refieren los inci-

sos anteriores, el terreno afectado por la extinción del do-

minio adquirirá el carácter de baldío y sólo entonces podrá 

ser ocupado por colonos, dentro de las limitaciones y bajo las 

condiciones que señalen las leyes vigentes sobre la materia. 

(Presidencia de la República de Colombia, 1938)

En este decreto, se ve como se reglamenta por primera vez 
la extinción del dominio agraria en Colombia y se identifican 
elementos que garantiza un debido proceso de acuerdo con 
los principios jurídicos de la época. Además, establece el trá-
mite para hacer efectiva la medida, el proceso y su posterior 
asignación a un colono como un predio baldío; esta medida 
tenía como fin entregar a las más pobres tierras improducti-
vas o sin ningún poseedor.

Ley 100 de 1944

Esta ley reglamento la tenencia de la tierra, pues se conci-
bió a los suelos como bienes de utilidad pública afianzando la 
función social de la propiedad. Toda esta ley se basa en el cre-
cimiento industrial en Colombia y el déficit de oferta alimenta-
ria de aquella época, ya que no existía la suficiente producción 
alimentaria al interior del país colombiano (Zuluaga Serna y 
Koremblum Resptrepo, s.f.).

Esta ley, con nombre “Sobre el Régimen de Tierras” o co-
múnmente conocida como “Ley de Aparcería” (Tobón Sanín, 
1990), amplió el plazo de la extinción de 10 años a 15 años, 
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dando así mayores alcances a las leyes en beneficio de la 
reforma agraria con base en la función social de la propie-
dad (Congreso de la República de Colombia, 1944).

Ley 201 de 1959

En esta ley se establecen y dictan medidas tendientes a 
impedir el aprovechamiento económico de la violencia du-
rante el estado de sitio; no se refiere directamente a la ex-
tinción del dominio, pero si afirma, en el artículo 3, que las 
personas que hayan sido despojadas violentamente de sus 
inmuebles rurales tienen dos años para ejercer las acciones 
posesorias para recuperarlos a partir del establecimiento del 
fin del estado de sitio y el tiempo de posesión no será inte-
rrumpido (Congreso de la República de Colombia, 1959).

Ley 135 de 1961

Al principio de la década de 1960, el Gobierno Nacio-
nal empezó a liderar una reforma agraria, ya que la clase 
dirigente bipartidista entendió la necesidad de llevarla a 
cabo, teniendo como base dos factores fundamentales: los 
factores externos y las condiciones internas del país. Los 
factores externos se basaban en aspectos internacionales 
como la Revolución cubana; la injerencia del gobierno ame-
ricano para que se llevara a cabo una reforma agraria, en 
pro de apoyar a los campesinos y eliminar el crecimiento 
guerrillero; todo esto con el objetivo de lograr un desarrollo 
económico. Por el lado de las condiciones internas, la vio-
lencia siempre ha ido de la mano de las gestas en materia 
normativa del papel de la reforma agraria y la redistribución 
de la tierra, por ello, surgen las primeras resistencias cam-
pesinas armadas (Tobón Sanín, 1990).
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Los objetivos principales del programa del sector agrí-
cola eran los siguientes:

 » Obtener un incremento en la producción de alimentos, 
suficiente para atender la demanda de la creciente po-
blación del país y mejorar, correlativamente, la cantidad y 
composición de la dieta alimenticia.

 » Cubrir las necesidades de materias primas agrícolas para 
el desarrollo de las industrias de transformación.

 » Contribuir al mejoramiento de la balanza de pagos a tra-
vés de un aumento y diversificación de las exportaciones 
y de la sustitución de importaciones de materias primas 
agropecuarias.

 » Mejorar el nivel de bienestar de la comunidad agrope-
cuaria.

 » Aumentar la productividad de las explotaciones agrícolas.

Para la ejecución de lo anterior, se hizo necesario ca-
nalizar los recursos de financiamiento mediante lo suge-
rido por el programa de desarrollo, principalmente hacia 
aquellas líneas que requieren una acción vigorosa. La 
herramienta más útil para lograr estos objetivos era el 
análisis cuidadoso, la ejecución del plan cuatrienal de in-
versiones públicas y el robustecimiento del Ministerio de 
Agricultura de forma sustancial (Delgado, 1973).

La conservación y estudio de los recursos naturales re-
novables y la tenencia de la tierra, problemas instituciona-
les que afectan al sector de la ganadería, podrían modificar-
se favorablemente respecto a los rendimientos pecuarios 
mediante la aplicación de leyes existentes, la adopción de 
las nuevas disposiciones contenidas en la ley de reforma 
social agraria y la presión que sobre las buenas tierras 
ejerce el sector de la agricultura (Congreso de la República 
de Colombia, 1961). En tal forma, podría lograrse también 
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una reducción del ausentismo patronal y la aplicación de 
un concepto más amplio de explotación económica (Del-
gado, 1973).

En el Artículo 3, se crea el Instituto Colombiano de 
Reforma Agraria (incora) y se le asigna la facultad de lle-
var a cabo las diligencias y dictar las resoluciones de la 
extinción del derecho de dominio privado. Por otro lado, 
el Artículo 13 les asigna a los procuradores la función de 
solicitar al Incora sobre el avance de las acciones en las 
declaratorias de extinción del dominio y representar a la 
Nación. También reglamenta el régimen de extinción de 
dominio sobre tierras incultas, esto obliga a los propieta-
rios de más de 2000 hectáreas a certificar el derecho de 
dominio sobre dicho fundo ante la autoridad competente, 
de lo contrario, se considera un bien oculto y procede la 
medida de extinción del dominio. La medida de extinción 
del dominio siempre debe registrarse en la oficina de re-
gistros públicos bajo los términos y tiempos establecidos 
para este proceso. El Artículo 49 establece que el Incora 
no podrá adjudicar una porción mayor a 450 hectáreas 
por personas natural, donde se obliga a explotar el predio 
en los siguientes 5 años y una facción mayor a las 2/3 par-
tes del predio. Dejando los siguientes como postulados 
fundamentales:

 » Adecuación de las tierras para hacerlas productivas.

 » Implementar sistemas de seguridad social para los 
campesinos.

 » Entregar tierras a familias campesinas, carentes de tie-
rras, con fines netamente productivos.

 » Se define la Unidad Agrícola Familiar (uaf).

 » Deja ver que la reglamentación de 1936 fue incipiente 
(Zuluaga Serna y Koremblum Resptrepo, s.f.).
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El contexto de socialización de esta Ley fue demasiado 
complejo por las realidades sociales y políticas de la época. 
Esta etapa del país estuvo marcada por el nacimiento de los 
conflictos armados bipartidistas del decenio de 1950, pe-
riodo que se reconoció por sus actos violentos, afianzando 
aún más la realidad de que las gestas del campo en materia 
normativa siempre han estado de la mano de la violencia 
(Zuluaga Serna y Koremblum Resptrepo, s.f.).

Sentencia Corte Suprema de Justicia  
de 1967

En esta sentencia se demandan los Artículos 6 y 8 de la Ley 
200 de 1936, y el inciso segundo literal A del Artículo 3 de la 
Ley 135 de 1961, donde la demandante acusa que la declara-
toria de extinción del derecho de dominio de propiedad pri-
vada sobre terrenos rurales incultos a favor del Estado para 
convertirlos en baldío nacional, no se hace con los requisitos 
constitucionales. Por otro lado, argumenta que la extinción 
del dominio es una expropiación sin indemnización y que por 
ello va en contra del sistema normativo colombiano.

En las consideraciones de la Corte, se afirma que el de-
mandante no tiene claridad de las dos figuras jurídicas di-
ferentes, como lo son la expropiación y la extinción del do-
minio. La corte aclara que la expropiación se da por interés 
público y en casos contemplados por el legislador, luego de 
sentencia judicial o administrativa y de contar con la indem-
nización el bien pasa al dominio del Estado y, por otro lado, 
la figura de la extinción de dominio se aplica en todos los 
casos que se contemple la función social de la propiedad.

La Corte resuelve declarar exequible el Artículo 6 de la 
Ley 200 de 1936 y el inciso 2 literal A del Artículo 3 de la Ley 
135 de 1961, ya que fue declarado exequible anteriormente. 
El artículo 8 quedó tácitamente derogado por las disposicio-
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nes emotivas de la sentencia y no es pertinente la decla-
ratoria de inexequibilidad (ver Ficha Corte Suprema de 
Justicia 1967, anexo 1).

Ley 1 de 1968

Luego de creado el Frente Nacional y la distribución 
bipartidista que se pactó entre el partico Conservador y 
Liberal, se producen pocos avances en la Ley de 1961 
por temas políticos, pero el presidente Lleras Restrepo 
impuso el Incora y dicta la Ley 1 de 1968. Este periodo se 
ve marcado por la destinación de los recursos del Incora 
para la educación, avenamiento y distritos de riesgos que 
beneficiaban a los terratenientes, por lo tanto, no se de-
dicaron para la expropiación de terrenos; aunque Lleras 
Restrepo no pudo con los terratenientes que tenían po-
der político (Tobón Sanín, 1990). Esta norma aparece en 
el campo jurídico como un intento por parte del Estado 
por cambiar la realidad que se venía presentando en la 
tenencia de la tierra, situación que era insostenible para 
el país (Zuluaga Serna y Koremblum Resptrepo, s.f.).

Mediante esta Ley se introducen modificaciones a la 
Ley 135 de 1961 sobre la reforma social agraria. El Artí-
culo 4 de esta ley, modifica el artículo 7 de la Ley 135 de 
1961, en su inciso c; quedando el artículo así: “Las reso-
luciones de expropiación de tierras y las que declaren la 
extinción del dominio privado conforme a la Ley 200 de 
1936, deberán ser aprobadas por la junta directiva, con 
el voto favorable e indelegable del ministro de Agricul-
tura”. El Artículo 7 modifica el artículo 23 de la Ley 135 
de 1961, donde el principal cambio se da en los valores 
económicos para la adquisición de tierras, en cuanto a la 
extinción de dominio permanece igual. Los otros artícu-
los que tratan la extinción del dominio permanecen igual 
que en la Ley 135 de1961 sin resaltar grandes innovacio-

Esta norma aparece en el 
campo jurídico como un 
intento por parte del Estado 
por cambiar la realidad que 
se venía presentando en la 
tenencia de la tierra, situación 
que era insostenible para el 
país.
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nes o cambios de una Ley a otra (Congreso de la República 
de Colombia, 1968).

Decreto 719 de 1968

Este decreto que reglamenta las Leyes 135 de 1961 y 1 
de 1968, actualiza en el Artículo 5 la definición de tierras in-
cultas con base en las nuevas realidades de explotación eco-
nómica y el rol de las reservas forestales en la extinción del 
dominio privado. En el Artículo 10, se establece que cuando 
se vaya a adquirir tierra por la negativa de la conformación 
de unidades agrícolas familiares, esta no podrá estar en un 
proceso de extinción del dominio. En el Artículo 32, se esta-
blece que la expropiación de urgencia puede ir con la extin-
ción de dominio de acuerdo con el artículo 25 de la Ley 135 
de 1961 (Presidencia de la República de Colombia, 1968).

Ley 4 de 1973

Luego con la llegada al poder de Misael Pastrana Borre-
ro (1970-1974) el cual ataca frontalmente la reforma agraria, 
desmantela el Incora desde su presupuesto y por medio de 
la destitución masiva de empleados. En esta época, se da el 
famoso Pacto de Chicoral, en el que los partidos Conserva-
dor y Liberal abandonaban la política agraria de la distribu-
ción de las tierras (Tobón Sanín, 1990).

Esta Ley tiene como finalidad introducir modificaciones a 
las Leyes 200 de 1963, 135 de 1961 y 1 de 1968; eliminando 
los incisos 5 y 6 de la Ley 200:

Cuando la posesión se hubiere ejercido sobre una parte del 

predio solamente, la extinción del dominio no comprende-

rá sino las porciones incultas, que no se reputen poseídos 

conforme a esta ley. La extinción del derecho del dominio 

no tendrá efecto en relación con lo siguiente predios: 1. Los 
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que tengan una cabida total inferior a 300 hectáreas 

que constituyen la única propiedad rural del respecti-

vo propietario. (Congreso de la República de Colombia, 

1936a)

Se evidencia que se elimina la restricción de las 300 
hectáreas y único predio para poder realizar la extin-
ción del dominio; pasaron casi 40 años para realizar un 
cambio sustancial que beneficie a los campesinos. Adi-
cionalmente, se actualizan los artículos 12, 13 y 29 en 
su numeración frente a la Ley 135 de 1961, pero estos 
quedan con el mismo contenido normativo, lo que no 
implica grandes cambios en la figura de extinción de do-
minio como tal.

Esta ley rompe con la Ley 1 de 1968, donde se bus-
caba, según Zuluaga Serna y Koremblum Resptrepo (s.f.) 
aclarar que:

 » Establece los nuevos criterios según los cuales se 
debía llevar a cabo la evaluación para determinar los 
terrenos productivos y explotados económicamente.

 » Se regula la subexplotación como explotación ade-
cuada.

La medición de un mínimo de producción nunca se 
llevó a cabo por lo que la ley sufrió mucho al ser imple-
mentada por las falencias técnicas, como la carencia de 
un censo agrícola actualizado (Congreso de la República 
de Colombia, 1973).

Decreto 1577 de 1974

Este decreto reglamenta les Leyes 200 de 1936 y 135 
de 1961, con las modificaciones introducidas por las Le-
yes 1 de 1968 y 4 de 1973, en lo relativo a la extinción 
del derecho privado sobre inmuebles rurales. Anterior a 
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este decreto, no se había expedido algo que reglamentara 
exclusivamente la extinción de dominio agraria.

Los cambios más importantes introducidos por el De-
creto 1577 son:

 » Artículo 1. La reglamentación de la extinción de domi-
nio.

 » Artículo 3. Se suspende el término de la extinción en 
la falta de explotación económica por fuerza mayor o 
caso fortuito.

 » Artículo 7. Se da la autorización al Incora para adelantar 
por oficio o a petición de los Procuradores Agrarios, o 
de cualquiera persona, el respectivo procedimiento so-
bre extinción del dominio.

 » Artículo 9. Se reglamenta la iniciación del procedimien-
to administrativo.

 » Artículo 10. Establece que la providencia que evite el 
procedimiento de extinción del dominio se comunicará 
inmediatamente a la oficina de registros públicos.

 » Artículo 16. Reglamenta las pruebas complementarias 
de explotación agrícola, donde son válidas la declara-
ción de venta, copias de contrato de prenda agraria y 
presentación de libros de comercio debidamente regis-
trados y de acuerdo con la ley (Presidencia de la Repú-
blica de Colombia, 1974).

No solo estos artículos son los más sobre salientes, 
sino que entre muchos otros artículos que reglamenta las 
leyes mencionadas dieron un mayor respaldo a la medida, 
desde la Presidencia de la República, y así poder afianzar la 
redistribución de la tierra. En total, se reglamenta la extin-
ción del dominio en 28 artículos firmados por el presidente 
Misael Pastrana, en el que se busca cada vez dejar más 
claros los límites y alcances de la medida.
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Ley 30 de 1988

En esta ley, en el único punto donde se relaciona de 
manera directa con el tema tratado, es la adición a la Ley 
135 de 1961, por medio del artículo 17 de la Ley 30:

Artículo 49 bis. En zonas de baldíos que no estén desti-

nadas a colonizaciones dirigidas, ni se encuentren ocu-

padas por indígenas, y siempre que no se afecten los 

derechos de ocupantes que adelanten actividades de 

explotación económica, el INCORA podrá adjudicar en 

propiedad a personas naturales, en extensión no supe-

rior a 450 hectáreas, baldíos nacionales y tierras que ha-

yan sido objeto de extinción del dominio, sin que medie 

ocupación previa, mediante contrato que el adjudicata-

rio celebre con el INCORA, en que se obligue a explotar 

el predio por el término de 5 años, en una extensión no 

inferior a las dos terceras partes de la superficie adjudi-

cada, para el desarrollo de cualquier actividad agrope-

cuaria. En el contrato de adjudicación se establecerán, 

además de las condiciones y cláusulas que señalen los 

reglamentos, el plazo dentro del cual debe iniciarse la 

explotación, la compensación remuneratoria que se pa-

gará a la Nación por la adjudicación del baldío, la cual se 

causará a partir del vencimiento de los 5 años siguientes 

a la adquisición de la propiedad, su forma de pago, y la 

superficie que deberá estar explotada al final de cada 

período anual. Vencido el término del contrato, si el ad-

judicatario no demuestra haber dado cumplimiento a 

sus obligaciones, el INCORA declarará la reversión del 

baldío al dominio de la Nación, mediante resolución mo-

tivada. Cualquier ciudadano podrá solicitar al INCORA la 

adjudicación de baldíos en los términos previstos por 

el presente artículo, de conformidad con los requisitos 

y procedimientos que establezca el reglamento que al 

efecto expida la Junta Directiva del Instituto. Las adjudi-

caciones de baldíos de que tratan los incisos preceden-

tes darán prioridad a las solicitudes que formulen des-

empleados urbanos o rurales, profesionales o técnicos 
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en ciencias agropecuarias y jubilados. El incumplimiento 

de las obligaciones relativas a la preservación de los re-

cursos naturales, de las reservas forestales, bosques na-

tivos y vegetación protectora, será causal de caducidad 

de la adjudicación, además de las otras que establezca el 

INCORA. (Congreso de la República de Colombia, 1988)

Es así como se incorpora mediante esta ley el párrafo 
anterior a la Ley 135 de 1961, siendo una modificación 
mínima más aclaratoria que sustancial, como se ve en 
muchos de los avances normativos relatados anterior-
mente. Luego de creada la medida en 1936, los gobier-
nos que la han desarrollado son los liberales y el partido 
conservador, los cuales limitaban el alcance de la medida 
buscando que este quedara positivizado en el sistema 
normativo colombiano.

En este decreto, que se reglamenta la Ley 135 de 
1961, se refuerzan las acciones del Incora donde se 
crean zonas geográficamente prioritarias para la reforma 
agraria. En la historia se considera esta como una de las 
leyes más acercadas a la reforma agraria, ya que contem-
pló necesidades mayores a la redistribución de la tierra, 
como la dotación de infraestructura al campo (Zuluaga 
Serna y Koremblum Resptrepo, s.f.).

Constitución Política de 1991

La Constitución Política de 1991 se dio porque durante 
el gobierno de Virgilio Barco se negoció la desmovilización 
de varios grupos guerrilleros, entre ellos el M-19, el cual te-
nía como finalidad modificar las reformas constitucionales 
hechas en 1936. Durante este proceso, el grupo guerrille-
ro exigió continuamente que se convocara a una Asam-
blea Nacional Constituyente que reformara la Constitución 
vigente (la de 1886) para facilitar el nacimiento de partidos 
políticos diferentes a los tradicionales Conservador y Libe-
ral (Constitución Política de Colombia, s.f., párr. 2).

En la historia se considera esta 
como una de las leyes más 
acercadas a la reforma agraria, 
ya que contempló necesidades 
mayores a la redistribución de 
la tierra, como la dotación de 
infraestructura al campo.
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En un principio, el Gobierno no aceptó la propuesta 
por diversos motivos, entre ellos, que los grandes carte-
les del narcotráfico querían aprovechar la consulta para 
tratar el tema de la extradición; es entonces cuando un 
grupo estudiantil logra el hito en la historia política de 
Colombia, el cual se conoce como “la séptima papeleta”. 
El grupo de estudiantes que lideró esta iniciativa estaba 
conformado en 1989 por estudiantes de varias univer-
sidades públicas y privadas. En las elecciones de marzo 
de 1990, se incluyó la opción de apoyar u oponerse a la 
convocatoria de una Asamblea Nacional Constituyente, 
además de votar por candidatos al Senado, Cámara de 
Representantes, asambleas departamentales, juntas ad-
ministradoras locales, concejos municipales y alcaldías, 
así que el voto por la Asamblea Nacional Constituyente 
seria la séptima papeleta que cada votante depositaría 
en las urnas. En el conteo de votos se registraron más de 
2 millones de votos a favor, por lo cual, la Corte Suprema 
avaló la consulta en las siguientes elecciones presiden-
ciales del 27 de mayo de 1990 (Constitución Política de 
Colombia, s.f., párr. 3).

En esta votación, más del 86 % de los votantes se pro-
nunciaron a favor de la Asamblea. Es por eso que, el 9 de 
diciembre de 1990 mediante elecciones convocadas por 
el recién posesionado presidente Cesar Gaviria Trujillo, 
fueron elegidos los 70 miembros de la Asamblea Consti-
tuyente, adicionalmente se incorporó la participación con 
voz, pero sin voto de otros grupos guerrilleros entre ellos 
el epl, Partido Revolucionario de los Trabajadores (prt) y 
el Quintín Lame. La Asamblea Constituyente se instaló el 
5 de febrero de 1991 (Constitución Política de Colombia, 
s.f., párr. 4).

La primera decisión fue la conformación de una mesa 
directiva con participación de los grupos guerrilleros, la 
Asamblea seria presidida por Antonio Navarro Wolf del 
M-19, Álvaro Gómez Hurtado, conservador del movi-
miento de Salvación Nacional, y Horacio Serpa del Partido 
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Liberal, para poder tratar todos los temas en un corto 
periodo de tiempo. La Asamblea se organizó a través de 
5 comisiones permanentes y el proceso de discusiones 
duro hasta el 4 de julio de 1991, cuando todos los de-
legatarios constituyentes firmaron la redacción final de 
la nueva Constitución en una ceremonia llevada a cabo 
en el salón elíptico del Capitolio Nacional (Constitución 
Política de Colombia, s.f., párrs. 6-7).

La versión final de la Constitución quedo compuesta 
por 380 artículos definitivos y 60 transitorios organiza-
dos en 14 títulos, uno de ellos de disposiciones transi-
torias, y, a su vez, cada título se subdividió en capítulos. 
Uno de los aspectos más importantes de la Constitución 
de 1991 fue la consagración de los derechos no solo 
fundamentales sino también económicos, sociales y 
colectivos llamados de tercera generación; además se 
crearon los mecanismos para protegerlos y asegurarlos 
como, por ejemplo, la tutela y las acciones populares. Se 
hace una especial mención al Artículo 58 que introdujo 
la función social y ecológica de la propiedad y el dominio 
sobre la tierra y los bienes baldíos de la nación (Consti-
tución Política de Colombia, s.f.).

Es así como se puede observar que, en el último cam-
bio importante y transcendental que tuvo la Constitución 
Política de 1991, se logra por medio de una Asamblea 
Nacional Constituyente un cambio de toda la constitu-
ción, luego de casi 60 años de violencia en Colombia. Se 
observa, en este cambio de constitución, como se con-
sagra en el artículo 58 la función social de la propiedad 
y se adiciona la función ecológica de la propiedad, afian-
zado aún más estos conceptos como herramientas para 
solucionar el problema de la redistribución de la tierra 
en Colombia, donde la tierra debe ser productiva eco-
nómicamente y, además, el propietario queda obligado 
por principio constitucional a respetar el medio ambien-
te, siendo estas dos las causales vigentes para aplicar la 
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extinción de dominio agraria (Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural, 2017).

El artículo 58 quedo de la siguiente manera:

Artículo 58. Se garantizan la propiedad privada y los de-

más derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles, 

los cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados 

por leyes posteriores. Cuando de la aplicación de una 

ley expedida por motivos de utilidad pública o interés 

social, resultaren en conflicto los derechos de los par-

ticulares con la necesidad por ella reconocida, el inte-

rés privado deberá ceder al interés público o social. La 

propiedad es una función social que implica obligacio-

nes. Como tal, le es inherente una función ecológica. 

El Estado protegerá y promoverá las formas asociati-

vas y solidarias de propiedad. Por motivos de utilidad 

pública o de interés social definidos por el legislador, 

podrá haber expropiación mediante sentencia judicial 

e indemnización previa. Esta se fijará consultando los 

intereses de la comunidad y del afectado. En los casos 

que determine el legislador, dicha expropiación podrá 

adelantarse por vía administrativa, sujeta a posterior 

acción contenciosa-administrativa, incluso respecto del 

precio. (Asamblea Nacional Constituyente, 1991, subra-

yado propio)

Se reconoce la parte del artículo que se encuentra 
subrayada, como la mayor innovación política referente 
al tema de la extinción del dominio, ampliando una cau-
sal más desde la Constitución Política y fortaleciendo el 
dominio extinguido.

Ley 160 de 1994

Esta Ley también es denominada, actualmente, como 
el Código Agrario. Es la ley que está vigente en Colombia 
a pesar de sufrir algunos cambios mediante sentencias, 
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nuevas leyes y decretos regulatorios. Esta Ley se da por 
el compromiso del gobierno de turno con el proceso de 
paz que creó la Unión Patriótica, luego del remezón que 
pasó el país con las jornadas de violencia por parte de 
los grupos narcotraficantes, en especial el cartel de Me-
dellín. Luego de combatir a este cartel, grupo guerrilleros 
como las farc y otros grupos menores, decidieron formar 
un movimiento político donde y de acuerdo con la ma-
nifiesta Manuel Marulanda Vélez, en el documental Cró-
nicas de Paz de Discovery Chanel, afirma que, el fin de la 
reforma agraria y del movimiento político de la insurgen-
cia, debe ser entregar las tierras al campesino pobre que 
no tiene como acceder a ella (Discovery Channel, 2018).

En esta ley se ve que la figura de la extinción del do-
minio se vuelve a modificar y dejar en claro los siguientes 
aspectos:

 » Se sigue facultando al Incora como el responsable de 
ejercitar las acciones y tomar las medidas que corres-
pondan conforme a las leyes, en los casos de inde-
bida apropiación de tierras baldías o incumplimiento 
de las condiciones bajo las cuales fueron adjudica-
das, adelantar las diligencias y expedir las resolucio-
nes sobre extinción del derecho de dominio privado  
(Artículo 10, numeral 10).

 » En el Artículo 13, se faculta al Incora a delegar en otros 
organismos de derecho público, preferencialmente 
del sector agropecuario, funciones de las que le estén 
encomendadas, cuando ello le pareciere conveniente 
para asegurar la mejor ejecución de sus atribuciones. 
Además, se deja la claridad que “No serán delegables 
las funciones relacionadas con la adquisición directa 
y la adjudicación de tierras, así como las de adelantar 
los procedimientos agrarios de extinción del derecho 
de dominio”.
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 » Se vuelve a reglamentar la extinción del dominio so-
bre tierras incultas, donde se sigue dando mayores 
herramientas para que la medida pueda ser aplicada 
dentro del debido proceso vigente entonces.

 » Se incorpora el Articulo 59, el cual indica que será 
causal de extinción del derecho de dominio la ex-
plotación que se adelante con violación de las nor-
mas sobre conservación, mejoramiento y utilización 
racional de los recursos naturales renovables y las 
relacionadas con la preservación y restauración del 
ambiente contenidas en el Código Nacional de Recur-
sos Naturales Renovables y de Protección al Medio 
Ambiente y demás disposiciones pertinentes. Donde 
se positiviza la función ecológica de la propiedad en 
nuestro sistema normativo; también se consagra la 
causal anterior de la no explotación económica de los 
terrenos de acuerdo con la Ley 200 de 1936.

 » También se establece que el procedimiento respecti-
vo se iniciará de oficio o a solicitud de autoridad com-
petente y vía administrativa. (Congreso de la Repúbli-
ca de Colombia, 1994, subrayado propio)

Se evidencia que se introducen nuevas medidas que 
respaldan la extinción del dominio, aunque en la prác-
tica seguía sin ejecutarse efectivamente esta medida, a 
pesar de estar positivizada y en función de la propiedad. 
En ningún momento se ha visto que se haya puesto en 
duda la figura jurídica, siempre se actualiza la medida de 
manera asociada a hechos de violencia y en este caso 
surge del compromiso adquirido por el Estado con los 
grupos que conformaron la Unión Patriótica.
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Decreto 2665 de 1994

Este decreto busca reglamentar el nuevo Código Agra-
rio de Colombia y el aún vigente, con leves modificaciones 
que se verán a continuación, pero este es el primer decre-
to reglamentario que fue expedido referente al campo, 
luego de la Reforma Constitucional de 1991.

En este decreto se deja claridad en los siguientes 
aspectos:

 » Da la competencia al Incora de oficio o a petición de 
cualquier persona el proceso de la extinción.

 » Confirma las causales de extinción de dominio en el 
Artículo 2 del Decreto:

1. Respecto de los predios rurales en los cuales se dejare 

de ejercer la posesión en las condiciones previstas en el 

artículo 1º de la Ley 200 de 1936, durante tres (3) años 

continuos.

Lo dispuesto en este numeral no impide la declaratoria 

de extinción del derecho de dominio, cuando a la fecha de 

promulgación de la Ley 160 de 1994 hubiere transcurrido 

un lapso de tres (3) años de inexplotación del inmueble, 

o si ese término se cumpliere dentro de la vigencia de 

esta norma.

Cuando la posesión se hubiere ejercido sobre una parte 

del predio solamente, la extinción del dominio no com-

prenderá sino las porciones incultas que no se reputen 

poseídas conforme a la Ley 200 de 1936.

2. Cuando se violen las disposiciones sobre conserva-

ción, mejoramiento y utilización racional de los recursos 

naturales renovables y las de preservación y restauración 

del ambiente contempladas en el Código Nacional de Re-

cursos Naturales Renovables y de Protección al Medio 

Ambiente, la Ley 99 de 1993 y demás normas pertinen-

tes sobre la materia.
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3. Cuando los propietarios infrinjan las normas so-

bre zonas de reserva agrícola o forestal estableci-

das en los planes de desarrollo de los municipios 

o distritos con más de 300.000 habitantes.

4. El previsto en el inciso 2 del artículo 52 de la Ley 

160 de 1994.

También aclara del debido proceso y los términos 
general que debe contener la ley sobre el inicio, tiem-
pos, propiedad luego de la extinción, entre otros.

Decreto 1031 de 1995

Este decreto reglamenta el otorgamiento del 
subsidio para la compra de tierras rurales, el cré-
dito complementario y la asesoría para la gestión 
empresarial rural. Deja la claridad que todo bien 
inmueble rural que ha sido adquirido por medio 
de subsidios del Gobierno, no queda exento de la 
medida de la extinción del dominio, con el fin de 
evitar futuros inconvenientes sobre este aspecto 
de los subsidios por ser recursos públicos, ya que 
la medida se da por causales asociadas al poseedor 
o propietarios de los inmuebles y no desde los re-
cursos para la adquisición de estos (Presidencia de 
la República de Colombia, 1995).

Decreto 321 de 2002

Este decreto tiene importancia para la Ley 160 
de 1994, en lo relativo a la asignación integral de 
asistencia e incentivos directos para apoyar sub-
proyectos productivos sostenibles, en desarrollo 
del Proyecto Alianzas Productivas para la Paz. En 
él, se deja claridad que por muy buena oportuni-
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dad que sea la compra de un terreno para un proyecto 
agrícola y por más que se tengan indicios que si infrin-
gió las causales de la extinción del dominio, mientras se 
encuentren en el proceso, no podrán ser sujeto de ser 
adquiridos con recursos de la Nación (Presidencia de la 
República de Colombia, 2002).

Ley 1152 de 2007

En los constantes cambios que se dan en las entida-
des del Estado, por diversas razones, ya sea por cam-
bios en la política del Gobierno de turno, escándalos de 
corrupción, excesiva burocracia y otras circunstancias 
que llevan a crear o desaparecer entidades estatales en 
Colombia, el Incoder (Instituto Colombiano de Desarrollo 
Rural) nace en 2003 y luego, por medio del Decreto 1300 
de 2003, se elimina el Incora y se le dan todas las fun-
ciones del anterior referente a la extinción del dominio 
agraria, entre otras.

La Ley 1152 con nombre “Por la cual se dicta el Esta-
tuto de Desarrollo Rural, se reforma el Instituto Colombiano 
de Desarrollo Rural, Incoder, y se dictan otras disposiciones”, 
donde se identifican los siguientes artículos:

Artículo 4°. Del acceso a la propiedad de la tierra. Para el 

cumplimiento del precepto constitucional según el cual 

es deber del Estado promover el acceso progresivo a la 

propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios, las 

estrategias, acciones y decisiones que se adopten me-

diante la presente ley estarán dirigidas al logro de los 

siguientes objetivos: […] 7. La redistribución y enajena-

ción de las tierras ingresadas al patrimonio del Estado 

en desarrollo de los procesos judiciales de extinción del 

dominio se orientará a proyectos rurales, creando las 

condiciones de participación equitativa de la población 

más desfavorecida en la distribución de los beneficios 

El Incoder (Instituto Colombiano 
de Desarrollo Rural) nace en 
2003 y luego, por medio del De-
creto 1300 de 2003, se elimina 
el Incora y se le dan todas las 
funciones del anterior referente 
a la extinción del dominio agra-
ria, entre otras.
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del crecimiento y desarrollo de las actividades rurales. 

Se orientará a la asignación de predios para los cam-

pesinos sin tierra, a los desplazados, a las etnias entre 

otros. […]

Artículo 28°. Serán funciones de la Unidad Nacional de 

Tierras Rurales, las siguientes: […] 9. Adelantar los pro-

cesos de extinción de dominio privado de predios ocio-

sos de que trata esta ley.

[…]

Capítulo iii. Procedimiento administrativo de extinción 

del dominio

Artículo 144. Establézcase en favor de la Nación la extin-

ción del derecho de dominio o propiedad sobre los pre-

dios rurales en los cuales se dejare de ejercer posesión 

en la forma establecida en el artículo 131 de esta ley 

durante tres (3) años continuos, salvo fuerza mayor o 

caso fortuito, o cuando los propietarios violen las dispo-

siciones sobre conservación, mejoramiento y utilización 

racional de los recursos naturales renovables y las de 

preservación y restauración del ambiente.

Lo dispuesto en este artículo no se opone a la decla-

ratoria de extinción del dominio cuando, a la fecha en 

que empiece a regir esta ley, hubiere transcurrido un 

lapso de tres (3) años de inexplotación del inmueble, o 

si dicho término se cumpliere dentro de la vigencia de 

esta norma.

Cuando la posesión se hubiere ejercido sobre una parte 

del predio solamente, la extinción del dominio no com-

prenderá sino las porciones incultas que no se reputen 

poseídas conforme a lo dispuesto en el artículo 131 de 

esta ley.

La Unidad Nacional de Tierras Rurales tendrá a su cargo 

adelantar las diligencias y dictar las resoluciones sobre 

extinción del derecho de dominio privado sobre predios 

rurales, según lo previsto en la presente ley. (Congreso 

de la República de Colombia, 2007)
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En esta ley, como todas las anteriores, se establece 
el procedimiento, las causales, los tiempos y todos los 
elementos propios de la extinción de dominio agraria. 
Todos estos se pueden entender luego de hacer una 
lectura cuidadosa de cada artículo como se requiere, 
pero se debe tener conocimiento en el área jurídica 
para poder entender cada uno de los cambios y signifi-
cados de la figura para el ciudadano. En esta ley, siendo 
la última expedida, aunque ya se encuentra declarada 
inexequible por la Corte Constitucional desde el 2009 
(ver Sentencia C-175 de 2009) no se evidencia una defi-
nición formal sobre lo que significa la medida para que 
los ciudadanos que no conozcan sobre derecho pue-
dan entender el significado y no confundir la medida 
con expropiación sin indemnización, como ya ocurrió 
en la Sentencia de la Corte Suprema de Justicia de 1967.

Decreto 639 de 2008

En este decreto se reglamenta la Ley 1152 de 2007, 
en lo relativo a la extinción del derecho de dominio so-
bre inmuebles rurales por incumplimiento de la función 
social de la propiedad y se dictan otras disposiciones. El 
Decreto 639 establece los siguientes artículos frente a 
la extinción de dominio agraria:

Artículo 1º. De la extinción del derecho de dominio. Esta-

blécese a favor de la Nación la extinción del derecho 

de dominio o propiedad sobre los predios rurales con 

aptitud para el aprovechamiento agrícola, pecuario, 

forestal o pesquero, en los cuales se dejare de ejercer 

la posesión agraria, en los términos del artículo 136 

de la Ley 1152 de 2007, durante tres (3) años con-

tinuos. La aplicación de la extinción del derecho de 

dominio no conlleva una compensación económica o 

indemnización al dueño por la privación del bien, en 

consideración a que representa una sanción por vio-
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lar el principio constitucional de la función social de la 

propiedad.

Artículo 2º. Competencia. Corresponde a la Unidad Na-

cional de Tierras Rurales, de oficio o a petición de cual-

quier persona, adelantar el procedimiento y dictar las 

resoluciones que declaren la extinción del derecho de 

dominio sobre los predios rurales en los cuales se de-

jare de ejercer la posesión agraria durante tres (3) años 

continuos.

Artículo 3º. Explotación económica. Para los efectos pre-

vistos en este decreto, se considera que hay explotación 

económica del predio cuando esta se realiza de manera 

regular y estable. Se presume que existe explotación 

económica regular y estable cuando al momento de 

practicarse la diligencia de inspección ocular en la ac-

tuación administrativa tenga más de un (1) año de ini-

ciada y se haya mantenido sin interrupción injustificada, 

siendo de cargo del propietario la demostración de las 

circunstancias respectivas.

La simple tala de árboles no constituye explotación eco-

nómica.

El cerramiento y la construcción de edificios u obras de 

infraestructura no constituyen por sí solos pruebas de la 

explotación económica, pero sí pueden considerarse 

como elementos complementarios de ella.

[…]

Artículo 7º. Improcedencia de la extinción del dominio. En 

ningún caso habrá lugar a iniciar el procedimiento de 

extinción del dominio en relación con las tierras que 

constituyan resguardos indígenas, las de propiedad 

colectiva de las comunidades negras y las demás que, 

conforme al artículo 63 de la Constitución Política, o la 

ley, tengan el carácter de inalienables, imprescriptibles e 

inembargables. (Presidencia de la República de Colom-

bia, 2008)
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En este decreto, como en los anteriores, se regla-
menta el debido proceso con los términos actualizados 
a medida que se den nuevas leyes, decretos, senten-
cias, entre otras, que obliguen al presidente a expedir 
un nuevo decreto como en esta ocasión. En general, 
todos los decretos que se han identificado tienen com-
ponentes comunes, en los que la extinción del dominio 
agraria queda mejor consolidada desde el punto de vis-
ta normativo.

Sentencia C-175 de 2009

La demanda de inconstitucionalidad presentada en 
contra de la Ley 1152 de 2007, “por la cual se dicta el 
Estatuto de Desarrollo Rural, se reforma el Instituto Co-
lombiano de Desarrollo Rural, Incoder, y se dictan otras 
disposiciones”, viola los artículos 2º, 7º, 40 y 330 de la 
Constitución, al igual que el artículo 6º del Convenio 169 
de la Organización Internacional del Trabajo (oit), que en 
criterio de los actores hace parte del bloque de cons-
titucionalidad. Lo anterior, debido a que la disposición 
no fue consultada a las comunidades indígenas y afro-
descendientes, antes de la radicación del proyecto de 
ley correspondiente, ni durante el trámite de este en el 
Congreso.

Para sustentar esta posición, la demanda inicia con 
una exposición sobre las reglas planteadas por la juris-
prudencia constitucional en relación con el derecho de 
consulta previa a las comunidades indígenas y afrodes-
cendientes dentro del ordenamiento jurídico colom-
biano, a través de una oportunidad real y efectiva de 
pronunciarse respecto de las iniciativas legislativas y 
medidas administrativas que pueden afectarlas en cual-
quier aspecto (Corte Constitucional de Colombia, 2009).
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Luego, establece que, para el caso particular de la ley 
acusada, que consagra el Estatuto de Desarrollo Rural 
(en adelante edr), su contenido no fue consultado con 
las comunidades indígenas y afrodescendientes. Señala 
que, si bien es cierto durante el trámite del proyecto de 
ley se realizaron algunas reuniones donde se informó a 
ciertos sectores sociales sobre el mismo, este trámite, 
a la luz de lo expuesto por la Corte en la sentencia SU-
039/97, no tienen un alcance tal que permita acreditar el 
cumplimiento del requisito de consulta.

Por lo tanto, la Sentencia C-175/09 declarar INEXEQUI-
BLE la Ley 1152 de 2007, “por la cual se dicta el Estatuto 
de Desarrollo Rural, se reforma el Instituto Colombiano de 
Desarrollo Rural, Incoder, y se dictan otras disposiciones”. 
La Ley 1152 de 2007 configura una regulación integral y 
sistemática sobre el desarrollo rural y el uso y aprovecha-
miento de la propiedad agraria. Este régimen jurídico que 
debió someterse al trámite de consulta previa con las co-
munidades indígenas y afrodescendientes, en razón de la 
especial connotación que el territorio de estas comunida-
des tiene para estos pueblos; al igual que por la existencia 
de disposiciones particulares y concretas en el edr que los 
afectan directamente. Asi lo dispuso uno de las considera-
ciones y fundamentos de la sentencia:

Debido a la pretermisión del requisito de consulta pre-

via, la norma acusada deviene inexequible en su inte-

gridad. Ello debido a que, en razón de constituir, por 

expreso mandato del Legislador, un régimen general y 

sistemático en materia de uso y aprovechamiento de los 

territorios rurales, (i) no resulta viable diferenciar entre 

las normas que afectan directamente a las comunida-

des y aquellas que no tienen ese efecto, amén de la po-

sibilidad que en casos concretos cualquier disposición 

del edr contraiga esa afectación; y (ii) la exclusión, en 

virtud de su inexequibilidad, de las normas que hagan 

referencia nominal a los pueblos indígenas y tribales, 

Este régimen jurídico que 
debió someterse al trámite 
de consulta previa con las 
comunidades indígenas y 
afrodescendientes, en razón 
de la especial connotación 
que el territorio de estas co-
munidades tiene para estos 
pueblos...
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generaría un régimen discriminatorio en contra de los 

mismos, puesto que contribuiría a un déficit de protec-

ción jurídica, contrario a los derechos que la Constitución 

reconoce a dichas minorías étnicas. (Corte Constitucional 

de Colombia, 2009)

Decreto 1465 de 2013

Siendo este el último decreto expedido frente a la figu-
ra de la extinción de dominio, es el decreto que sigue vi-
gente referente al tema. Este decreto está reglamentando 
una Ley de 1994, la cual tiene en este momento más de 25 
años y la figura jurídica de la extinción sigue cumpliendo 
los mismos objetivos desde 1936. Este decreto tiene por 
nombre: “Por el cual se reglamentan los Capítulos X, XI y XII 
de la Ley 160 de 1994, relacionados con los procedimien-
tos administrativos especiales agrarios de clarificación de 
la propiedad, delimitación o deslinde de las tierras de la 
Nación, extinción del derecho de dominio, recuperación de 
baldíos indebidamente ocupados o apropiados, reversión 
de baldíos adjudicados y se dictan otras disposiciones”.

En la parte expositiva del decreto, este afirma:

Que el Gobierno Nacional considera conveniente fortale-

cer y unificar en un solo estatuto reglamentario las nor-

mas que actualmente regulan los procedimientos admi-

nistrativos de extinción del derecho de dominio privado, 

clarificación de la propiedad, deslinde de las tierras de la 

Nación, recuperación de baldíos indebidamente ocupados 

y reversión de baldíos adjudicados, con el propósito de 

mejorar su efectividad como mecanismos de protección 

del patrimonio público y de tutela de la función social de 

la propiedad y de aplicar los principios de debido proce-

so, eficacia, eficiencia, trasparencia, celeridad y economía 

procesal y facilitar el trámite oportuno de estos procedi-

mientos. (Presidencia de la República de Colombia, 2013)
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En el desarrollo del decreto se dejan claros los siguien-
tes aspectos:

Artículo 1°. Objeto. El presente decreto regula los siguien-

tes procedimientos administrativos de competencia del 

Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder), de 

conformidad con Ley 160 de 1994. […]

Artículo 28. Causales. De acuerdo con lo dispuesto en 

el artículo 52 de la Ley 160 de 1994, será procedente la 

declaración administrativa de extinción del derecho de 

dominio, cuando se verifique alguna de las siguientes 

causales:

1. El incumplimiento de la función social de la propie-

dad, por inexplotación del predio. Esta causal opera 

respecto de los predios rurales, en los cuales se de-

jare de ejercer posesión y explotación económica en 

los términos previstos en el artículo 1° de la Ley 200 

de 1936, durante 3 años continuos.

2. El incumplimiento de la función ecológica de la pro-

piedad, por violación de las normas ambientales en la 

explotación del predio. Esta causal opera cuando el ti-

tular del predio viola las normas sobre conservación, 

mejoramiento y utilización racional de los recursos 

naturales renovables y/o las normas sobre preserva-

ción y restauración del ambiente.

Artículo 31. Áreas que se presumen económicamente ex-

plotadas. Se presumen económicamente explotadas las 

áreas en las que se verifica cualquiera de las actividades 

que el artículo 1° de la Ley 200 de 1936 considera indi-

cativas de posesión agraria. Igualmente, y aunque se en-

cuentren incultas, se presumen económicamente explo-

tadas las áreas del predio destinadas a la protección de 

las aguas, los suelos y las que estuvieren reservadas con 

una destinación que implique conservación y defensa de 

los recursos naturales renovables y del ambiente, siem-

pre que el tratamiento de conservación sea acreditado 

por la autoridad ambiental competente y que las mismas 

sean adelantadas por el propietario.



48
EX

T
IN

C
IÓ

N
 D

E 
D

O
M

IN
IO

 A
G

RA
RI

A
 E

N
 C

O
LO

M
BI

A
 D

ES
D

E 
LA

 
RE

FO
RM

A
 C

O
N

ST
IT

U
C

IO
N

A
L 

D
E 

19
36

Artículo 34. Extinción del dominio por incumplimiento de la 

función ecológica de la propiedad. La explotación del pre-

dio con desconocimiento de las normas sobre conserva-

ción, mejoramiento y utilización racional de los recursos 

naturales renovables y las relacionadas con la preserva-

ción y restauración del ambiente, especialmente del aire, 

del agua y del suelo, dará lugar a la extinción del derecho 

de dominio sobre la totalidad del predio, si dicho des-

conocimiento se traduce en el deterioro o perjuicio de 

estos bienes colectivos.

Se entiende que hay deterioro o perjuicio sobre los re-

cursos naturales renovables o sobre el suelo, el agua o 

el aire, cuando a causa de acciones u omisiones impu-

tables al propietario del predio se les destruye, agota, 

contamina, disminuye o degrada, lo mismo que cuando 

se produce su sobreutilización o se amenaza la posibi-

lidad de su aprovechamiento futuro. (Presidencia de la 

República de Colombia, 2013)

Es de suma importancia este decreto para la actua-
lidad, ya que es el vigente y todas las actuaciones del 
Estado y de los ciudadanos deben estar enmarcados 
bajo este decreto que reglamenta la Ley 160 de 1994, ya 
que la Ley 1152 de 2007 fue declarada en su totalidad 
inexequible por la Corte Constitucional en la Sentencia 
C-175/09, por lo que obliga al Gobierno a reglamentar 
la Ley 160 de 1994 nuevamente y bajo las condiciones 
normativas actuales.

Acuerdo Final para la terminación del 
conflicto y la construcción de una paz 

estable y duradera

Este acuerdo con las desmovilizadas Fuerzas Revolu-
cionas Armadas de Colombia (farc) en el que se buscó 
dar por terminación a la confrontación entre el gobierno 

Es de suma importancia 
este decreto para la actua-
lidad, ya que es el vigente 
y todas las actuaciones del 
Estado y de los ciudadanos 
deben estar enmarcados 
bajo este decreto...
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de Colombia y las farc. En el acuerdo final, nuevamente 
se plantea el tema de la reforma agraria, donde se bus-
ca una efectiva redistribución de las tierras y acceso a la 
misma para los campesinos más pobres (Oficina del Alto 
Comisionado para la Paz, Presidencia de la República y 
Farc-Ep, 2016). En este acuerdo final, en el fondo de tie-
rras, donde se pretende titular 3 millones de hectáreas, 
siendo la extinción del dominio, una figura para lograrlo. 
En este hito de la historia de Colombia, se pone sobre la 
mesa que aproximadamente el 50 % de los campesinos 
en Colombia (Discovery Channel, 2018) no cuentan con 
título de propiedad, por lo que los fines de la reforma 
agraria no se han cumplido, por lo que al finalizar el con-
flicto interno más antiguo de la historia implicaría llegar a 
un acuerdo sobre el tema del campo.

En este acuerdo para la terminación del conflicto no se 
introducen cambios a la figura de la extinción de dominio 
agraria, todo lo contrario, estos acuerdos reconocen la im-
portancia de la figura y su papel para lograr un campo más 
productivo y mejor distribuido. En el texto final de los Acuer-
dos, se menciona la medida en los siguientes párrafos:

1.1.1. Fondo de Tierras para la Reforma Rural Integral. 

Con el propósito de lograr la democratización del acceso 

a la tierra, en beneficio de los campesinos y de mane-

ra especial las campesinas sin tierra o con tierra insufi-

ciente y de las comunidades rurales más afectadas por 

la miseria, el abandono y el conflicto, regularizando los 

derechos de propiedad y en consecuencia desconcen-

trando y promoviendo una distribución equitativa de la 

tierra, el Gobierno Nacional creará un Fondo de Tierras 

de distribución gratuita. El Fondo de Tierras, que tiene 

un carácter permanente, dispondrá de 3 millones de 

hectáreas durante sus primeros 12 años de creación, las 

que provendrán de las siguientes fuentes:

[…]Tierras inexplotadas: tierras recuperadas median-

te la aplicación del actual procedimiento de extinción 
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administrativa de dominio, por incumplimiento de la 

función social y ecológica de la propiedad. […]

Los procedimientos de expropiación administrativa por 

motivos de interés social y utilidad pública y la extinción ad-

ministrativa del derecho de dominio por inexplotación (ex-

tinción del dominio sobre tierras incultas) se aplicarán de 

conformidad con la Constitución y siguiendo los criterios 

establecidos en las leyes vigentes. (Oficina del Alto Comi-

sionado para la Paz, Presidencia de la República y Farc-Ep, 

2016, p. 14, subrayado propio)

Como se mencionó anteriormente, este acuerdo para 
la terminación del conflicto aboga por que esta medida sea 
aplicada y ejecutada de manera efectiva. Dando así nueva-
mente como en 1993, la desmovilización de un grupo al 
margen de la ley para nuevamente buscar una Ley agraria 
que se acerque a la Reforma Agraria y también reafirma 
nuevamente la importancia de la función social de la pro-
piedad para lograr esta reforma integral que requiere el 
campo colombiano.

Proyecto de Ley 2017

En los compromisos que se adquirieron por parte del 
Estado colombiano en el Acuerdo para la Terminación 
del Conflicto, el Gobierno presentó un proyecto de Ley en 
el 2017 para crear una nueva política agraria, que logre 
una verdadera redistribución del campo colombiano.

Según el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, en 
el ABC de este proyecto presenta como cambio o innova-
ciones los siguientes aspectos en relación con el tema de 
extinción de dominio:

• Se aclara y se actualiza la figura de Extinción de  

Dominio.
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• Se actualiza el lenguaje y terminología de lo que 

debe entenderse por predio no explotado (Ley 

200 de 1936).

• Se establecen multas para quienes se identifiquen 

que no están explotando la tierra, como una ad-

vertencia previa a la procedencia de la extinción 

de dominio.

• Protege los derechos reales de terceros con ga-

rantías reales.

• Define circunstancias especiales que acreditan la 

explotación económica. (2017, párr. 21)

Se siguen realizando, desde 1936, cambios a la figu-
ra de la extinción como el de establecer una multa a los 
predios no explotados como advertencia, donde si bien 
se debe adaptar y actualizar a las situaciones actuales, 
la preocupación no debe estar centrada en buscar más 
leyes o buscar innovaciones jurídicas. En ninguna cir-
cunstancia la solidez y efectividad de la medida es juicio; 
pero, la preocupación principal del Estado debería ser 
más por ejecutar la medida acompañada una política 
integral para el acceso a las tierras a los campesinos 
más pobres.

Realidad informativa de la extinción 
de dominio de inmuebles rurales y la 

extinción de dominio por causas ilícitas

En esta aparte, se busca hacer una investigación bá-
sica por los diferentes medios de comunicación, pági-
nas web, diarios, entre otros, en los que se trate o se 
esté informado acerca de la aplicación de la figura de la 
extinción de dominio agraria y la extinción de dominio 
por causales ilícitas. Para esto, se observará las causales 
de la Extinción de Dominio que contempla este mismo 
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52
código, representado en la Ley 1708 de 2014, en la que el 
Artículo 16 define las Causales y sobre los bienes que re-
caen este concepto, que se encuentren en las siguientes 
circunstancias:

1. Los que sean producto directo o indirecto de una ac-

tividad ilícita.

2. Los que correspondan al objeto material de la actividad 

ilícita, salvo que la ley disponga su destrucción.

3. Los que provengan de la transformación o conversión 

parcial o total, física o jurídica del producto, instrumentos 

u objeto material de actividades ilícitas.

4. Los que formen parte de un incremento patrimonial no 

justificado, cuando existan elementos de conocimiento 

que permitan considerar razonablemente que provienen 

de actividades ilícitas.

5. Los que hayan sido utilizados como medio o instru-

mento para la ejecución de actividades ilícitas.

6. Los que de acuerdo con las circunstancias en que fue-

ron hallados, o sus características particulares, permitan 

establecer que están destinados a la ejecución de activi-

dades ilícitas.

7. Los que constituyan ingresos, rentas, frutos, ganancias 

y otros beneficios derivados de los anteriores bienes.

8. Los de procedencia lícita, utilizados para ocultar bienes 

de ilícita 1a procedencia.

9. Los de procedencia lícita, mezclados material o jurídi-

camente con bienes de ilícita procedencia.

10. Los de origen lícito cuyo valor sea equivalente a cual-

quiera de los bienes descritos en los numerales anterio-

res, cuando la acción resulte improcedente por el reco-

nocimiento de los derechos de un tercero de buena fe 

exenta de culpa.

11. Los de origen lícito cuyo valor corresponda o sea 

equivalente al de bienes producto directo o indirecto de 
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una actividad ilícita, cuando no sea posible la localiza-

ción, identificación o afectación material de estos.

Parágrafo. También procederá la extinción de dominio 

respecto de los bienes objeto de sucesión por causa de 

muerte, cuando en ellos concurra cualquiera de las cau-

sales previstas en esta ley. (Congreso de la República de 

Colombia, 2014)

Al observar estas causales, se señala que existen 11 si-
tuaciones bajo la cual una propiedad recae en el proceso 
de extinción del domino en esta ley y si se analiza las cau-
sales de la extinción de dominio agraria, se ve una gran 
diferencia desde simplemente la formulación de la norma, 
ya que se busca dar más respaldo desde el legislativo.

Luego de realizar la búsqueda por los diferentes me-
dios de comunicación, se evidencia, manera muy básica, 
sobre algunos casos en los que se demuestra que se 
está aplicando la medida en la actualidad y la mayoría de 
los resultados coligados a “extinción de dominio agraria” 
son asociados a los retos que tiene el campo colombia-
no, las leyes que se debieron aprobar en el marco del 
cumplimiento del acuerdo para la terminación del con-
flicto, entre otros aspectos como definiciones o retos 
de la medida. No obstante, en ningún momento de la 
búsqueda se encontró algún caso público en los medios 
de comunicación sobre la aplicación de la extinción de 
dominio agraria en Colombia en función de lograr una 
reducción de la pobreza que se presenta en el campo 
colombiano y la excesiva concentración de tierras en las 
manos de unos pocos.

Todo lo contrario, sucede cuando sea realiza la bús-
queda sobre la “extinción de dominio asociada a causas 
ilícitas”. Se evidencia incluso que el mismo presidente 
acompañado por el Alcalde de Medellín, el Ministro de 
la Defensa y la alta cúpula militar (anexo 3), el día 17 de 
octubre de 2018, en un operativo realizado en el barrio 

No obstante, en ningún mo-
mento de la búsqueda se 
encontró algún caso público 
en los medios de comunica-
ción sobre la aplicación de la 
extinción de dominio agraria 
en Colombia en función de 
lograr una reducción de la 
pobreza...
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54
Antioquia, de la capital paisa, estaban realizando pro-
cesos de extinción de dominio a todas las casas donde 
fueron encontrados supuestos expendios de sustan-
cias alucinógenas, fotos en primera plana de los medios 
locales y difusión masiva por los diferentes canales vir-
tuales anunciaban que van iban atacar las bandas crimi-
nales con esta figura, ya que lo único que les duele a los 
criminales es la pérdida de los bienes que han adquirido 
con esos recursos. Adicionalmente, se evidencian casos 
sobre la mayoría los narcotraficantes que han sido extra-
ditados a los Estados Unidos, por lo que se puede decir 
que la medida de extinción de dominio para luchar con-
tra la criminalidad es efectiva (Presidencia de la Repúbli-
ca de Colombia, 2018).

Es en este punto, es donde se evidencia que en la 
actualidad el Estado no tiene como prioridad la apli-
cación de la extinción de dominio agraria con el fin de 
lograr la redistribución de la tierra en Colombia o la pro-
ductividad del campo, por ende, proyectar mejores em-
pleos, basándose en la función social de la propiedad 
de acuerdo con el artículo 58 de la Constitución Política 
de Colombia. Se ve claramente que de manera diaria 
se aplica la extinción de dominio por causas ilícitas, lo 
cual no es malo, pero si deja mucho que pensar sobre 
la verdadera vocación del Estado colombiano en cum-
plir de igual manera ambos conceptos jurídicos. Puesto 
que se hay que dejar claro que la extinción agraria po-
dría generar beneficios enormes a la estructura agraria 
y alimenticia de Colombia (Tobón Sanín, 1990).

Se ve claramente que de 
manera diaria se aplica la 
extinción de dominio por 
causas ilícitas, lo cual no es 
malo, pero si deja mucho 
que pensar sobre la verda-
dera vocación del Estado 
colombiano...
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55555555
Capítulo v. Marco teórico

En este capítulo, se busca realizar un análisis de los conceptos estudia-
dos en la asignatura “Sociología Jurídica” y asociarlos al fenómeno jurídico 
de la extinción del dominio agraria, en cumplimiento de la función social 
de la propiedad consagrada en la Carta Manga y al fenómeno social. Para 
este caso, se debe comprender desde la necesidad de una reforma agra-
ria, debido a la excesiva concentración de tierras en pocas personas y de 
las mejores tierras del país pertenecientes a la clase alta de la sociedad, 
desde antes de 1920 (Tobón Sanín, 1990).

En otras palabras, se pretende analizar el fenómeno jurídico y la posi-
ble relación que este pueda tener con el fenómeno social en Colombia, to-
mando como base autores como Max Weber, Émile Durkheim, Karl Marx, 
Niklas Luhmann, Georges Gurtvich y Lawrence M. Firedman; quienes de-
sarrollaron conceptos como sociología del Derecho, sociología jurídica, 
sociología interpretativa, racionalidad del Derecho, regla de la objetividad, 
sociología del campo, concepto de racionalidad, autopoiesis, pluralismo 
legal y, por último, la cultura jurídica interna y externa.

En este caso, y de acuerdo con lo analizado en el marco normativo, se 
pueden identificar varios aspectos que llevan a entender que las gestas 
del campo en materia normativa, dependiendo del año en que se expiden 
las diferentes leyes, en la mayoría de sus casos, ha estado acompañada de 
jornadas de violencia en el campo o que coinciden con la desmovilización 
de grupos al margen de la Ley, eventos que convergen con el fin de so-
lucionar el tema agrario en nuestro país. En otras palabras, en la mayoría 
de las ocasiones, las leyes expedidas para tratar de darle solución al tema 
agrario y de tierras coinciden con hitos políticos e históricos en Colombia, 
como lo fue la expedición de la Ley 160 de 1994, sobre el Código Agrario 
(aún vigente).

Se debe entender, entonces, el fenómeno social como un todo repre-
sentado en la Reforma Agraria, donde su finalidad es que los campesinos 
pobres y sin tierras accedan al título de propiedad de tierra para lograr 



56
EX

T
IN

C
IÓ

N
 D

E 
D

O
M

IN
IO

 A
G

RA
RI

A
 E

N
 C

O
LO

M
BI

A
 D

ES
D

E 
LA

 
RE

FO
RM

A
 C

O
N

ST
IT

U
C

IO
N

A
L 

D
E 

19
36

una mejor redistribución y productividad de esta, así 
como mejorar la estructura agraria de nuestro país; de-
jando claridad que, sin redistribución de tierras no existi-
ría una reforma agraria, sino una política agraria (Tobón 
Sanín, 1990). Por otro lado, para realizar el análisis de 
los conceptos desarrollados por los autores menciona-
dos anteriormente, se entiende el fenómeno jurídico de 
la extinción de dominio agraria tomando como sustento 
vital el principio constitucional de la función social de la 
propiedad para enfrentar la no explotación de las tierras 
que se encuentran concentradas o las mal explotadas 
ambientalmente.

El primer concepto que se analiza es el de “Sociología 
del Derecho”, este se debe entender, según García Ve-
lásquez (2018), como una “disciplina que estudia todo lo 
relativo a las relaciones entre el derecho y la sociedad” 
(p. 15). Teniendo claridad en este concepto, se puede 
ver que la sociología del Derecho sería la responsable de 
analizar que entre los campesinos pobres y las familias 
de la alta sociedad existe una gran diferencia en la pro-
piedad de la tierra en Colombia y, por lo tanto, esto lleva 
a realizar diferentes cambios en la figura jurídica de la 
extinción del dominio.

Estos cambios, según el momento de la historia que 
sea analizado por parte de la sociología, tienen diferentes 
perspectivas. Se puede observar que, de acuerdo con lo 
visto en el marco normativo que la Ley 200 de 1936, esta 
ley nace por la concentración y hegemonía conservado-
ra que se venía presentado en las primeras décadas del 
siglo xx; por otro lado, la Ley 135 de 1961 se construye y 
legisla por las jornadas de violencia que se presentaban 
en la década de 1950 y principio de 1960 en Colombia; la 
Ley 160 de1994 se da por el compromiso del Gobierno, 
adquirido en las negociaciones de paz entre los grupos al 
margen de la ley que se desmovilizaron y crearon la Unión 
Patriótica como partido político; y, por último, el Proyecto 
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de Ley de 2017, el cual pretende realizar modificaciones 
a la medida debido al compromiso del Gobierno como 
resultado del proceso de paz con las farc. Es así como, 
se puede observar que el Derecho ha reaccionado a las 
necesidades de la población campesina mediante leyes 
que tienen un excelente fundamento y apoyo normativo, 
pero este análisis en las relaciones con la sociedad per-
mite deducir que hace falta una mayor aplicación actual 
de las leyes para lograr una verdadera transformación 
del campo colombiano y terminar los grandes latifundios 
improductivos y el acaparamiento de las tierras.

El siguiente concepto que se desarrolla es el de “so-
ciología jurídica”, el cual según García Velásquez (2018): 
“parte del principio de que todos los fenómenos jurídicos 
corresponden con fenómenos sociales o están interre-
lacionados con éstos” (p. 18). Este concepto se entiende 
con facilidad, ya que el fenómeno jurídico se tiene cla-
ramente identificado y explicado en este trabajo, como 
lo es el fenómeno de la extinción del dominio agraria, 
fundamentado en el principio de la función social de la 
propiedad. Por el lado del fenómeno social, en relación 
con el tema tratado, se comprende que hay una excesiva 
concentración de tierra improductiva o explotada de ma-
nera inadecuada, acompañada de la necesidad de millo-
nes de campesinos colombianos sin tierras y sin recursos 
económicos para acceder a ella.

Cabe resaltar que, según el documental Crónicas de 
Paz de Discovery Channel, se afirma: “que al menos el 
50 % de los campesinos en Colombia no cuentan con tí-
tulo de las propiedades en las que viven y producen des-
de que nacieron, incluso generaciones pasadas” (2018). 
Por lo que se evidencia que, de acuerdo con este con-
cepto y las diferentes normativas ya estudiadas, si se ha 
buscado dar una solución jurídica al fenómeno social, el 
cual se viene presentando desde hace más de 100 años 
(Garcia Nossa, 1972).

El documental Crónicas de 
Paz de Discovery Channel, 
se afirma: “que al menos el 
50 % de los campesinos en 
Colombia no cuentan con 
título de las propiedades en 
las que viven...
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El tercer concepto para explicar es sobre la “sociología 
interpretativa”, noción propuesta por Max Weber. Según 
García Velásquez (2018), se entiende como:

Sociología interpretativa: Intenta comprender los fenó-

menos sociales desde el punto de vista de los involucra-

dos en él. Se centra en comprender el significado que los 

investigados dan a sus creencias, valores, acciones, com-

portamientos y relaciones sociales con las personas y las 

instituciones.

La sociología interpretativa es la que nos permite iden-
tificar el fenómeno desde el punto de vista del campesino 
que no tiene tierra y de los propietarios que concentran 
los grandes latifundios en Colombia. Por lo tanto, se bus-
ca identificar el significado que estos dos autores le dan, 
por ejemplo, a tener un título de propiedad, en el que de 
manera clara los campesinos normalmente carecen de él 
o incluso de la posesión de un pequeño pedazo de tie-
rra, para al menos garantizar su alimentación y la de su 
familia; así como el valor que estos autores le dan al sis-
tema de salud, por ejemplo, los campesinos en Colombia 
pertenecen al sistema de salud público subsidiado y los 
propietarios, en las mayorías de sus ocasiones, no reciben 
atención en el hospital del municipio en el que habitan por 
tener la capacidad de acudir a ciudades capitales.

El objetivo es lograr una correcta interpretación de la 
realidad de los campesinos sin tierra, para que puedan ac-
ceder a esta de manera adecuada, teniendo en cuenta sus 
condiciones, dando pie a la formulación de una política de 
estado integral que cumpla verdaderamente con el fin de la 
reforma agraria; y, por otro lado, entender al propietario 
de la tierra para determinar si, en dicha formulación, este 
también deba estar incluido y bajo qué condiciones. Así es 
como, la sociología interpretativa permite, en este caso al 
legislador o a la presidencia, entender lo que quiere, en-
tiende y ve la sociedad para sacar adelante una reforma 
agraria verdadera.
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El concepto de “racionalidad del Derecho”, desarrolla-
do por Max Weber y según García Velásquez (2018), es 
aquel que: “observa que la evolución de este (del Dere-
cho) se orienta progresivamente a una mayor racionali-
dad, esto es, hacer del Derecho un trabajo sistemático 
basado, cada vez más, en conocimientos científicos” (p. 
33). La racionalidad del derecho toma datos como los 
presentados por el documental Crónicas de Paz, en el que 
se afirma que el 50 % de los campesinos en Colombia no 
tiene título de la propiedad de la tierra en la que viven 
desde varias generaciones, así como otros datos cien-
tíficos obtenidos a través de toda la historia agraria en 
Colombia y la revisión documental, con el fin de utilizar-
los de manera correcta y llevar al Derecho a un mayor 
entendimiento de la realidad, para crear normas acordes 
con estudios y datos obtenidos.

La “regla de la objetividad”, concepto desarrollado por 
Émile Durkheim, es aquella que menciona que: “los fe-
nómenos sociales son cosas y deben ser tratados como 
tales, necesitamos pues, considerar los fenómenos so-
ciales en sí mismos separados de los sujetos conscien-
tes que se los representan. Es preciso estudiarlos desde 
afuera, como cosas exteriores” (García Velásquez, 2018, 
p. 37). Para los autores de esta investigación, la regla de 
la objetividad es lo que ha permitido identificar la reforma 
agraria como un todo desde 1936 hasta la fecha. Asimis-
mo, analizar el tema agrario en Colombia desde afuera 
es lo que ha permitido a diferentes expertos identificar 
que la reforma agraria, sin redistribución de tierras, sim-
plemente se limita a política agraria (Tobón Sanín, 1990).

La teoría de Karl Marx sobre la sociología, se entiende 
como aquella que “conserva la unidad de la realidad y 
del conocimiento, de la naturaleza y del hombre, de las 
ciencias de la materia y de las ciencias sociales” (García 
Velásquez, 2018, p. 40); a su vez, permite reconocer una 
sociología del campo. Este concepto de la sociología del 
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campo necesita de mayor desarrollo, ya que permitiría en-
tender mejor la realidad del sector y así lograr por fin cum-
plir una verdadera reforma agraria en Colombia.

El “concepto de complejidad”, establecido por de Niklas 
Luhmann, se entiende como “un proceso de racionaliza-
ción que permita intervenir y entender la realidad de los 
sistemas sociales. Para ello, elabora una red sistémica del 
concepto que posibilite justamente ese entender y com-
prender” (Castro Sáez, 2011, p. 285). Este concepto es de 
suma importancia, ya que, según lo planteado por Tobón 
Sanín (1990), “la estructura agraria […] está intimamente 
ligada a la estructura y dinamismo de la industria y de la 
economia en su conjunto” (p. 118), permitiendo construir 
la red de la estructura agraria la cual, a su vez, afecta la 
industria y economia nacional de nuestro pais; en dicha 
estructura agraria o red agraria el campesino es lo más im-
portante después de la tierra. El campesino dentro de este 
sistema es vital y determinante, puesto que la tierra sin el 
campesino no produce y no es viable ni lógico pensar en 
una estructura agraria sin una mano de obra.

La “autopoiesis”, planteada por Niklas Luhmann, “supo-
ne un nuevo paradigma teórico, que aplicado a los siste-
mas sociales supone un carácter auto-referencial que no 
se restringe al plano de sus estructuras, sino que él mis-
mo construye los elementos que lo constituyen” (Aguado, 
2009, párr. 3). Esto permite entender que el sistema social 
de los campesinos, en especial, y de los propietarios de las 
tierras cuenta cada uno con elementos propios, los cuales 
se han construido a través de la historia; estos elementos 
son de vital importancia en el momento de plantear, desde 
el ámbito jurídico y político, una reforma agraria para no 
afectar dichos elementos propios de la naturaleza de estos 
sistemas.

En cuanto al “pluralismo jurídico”, concepto propuesto 
por Georges Gurvitch, este “hace referencia a la coexisten-

El campesino dentro de 
este sistema es vital y de-
terminante, puesto que 
la tierra sin el campesino 
no produce y no es viable 
ni lógico pensar en una 
estructura agraria sin una 
mano de obra.
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cia en un mismo plano de varias perspectivas normativas, 
de ahí que este concepto rompa con la visión clásica de 
que el Estado es la única fuente de derecho” (Pueyo, 2012, 
párr. 16). Este concepto es de suma importancia, ya que 
en Colombia debido a la presencia de grupos al margen 
de la ley —como las farc, eln, entre otros— y por la falta 
de presencia del Estado, estos grupos dictan las leyes que 
se deben respetar y acatar fuera de lo que disponga el Es-
tado colombiano en su propio grupo, e incluso en ciertos 
lugares por esa misma falta de presencia estatal.

Esto es una realidad que no se puede ocultar, hay 
algunas regiones del país donde el Estado colombiano 
no tiene presencia debido a dichos grupos al margen 
de la ley, lo cual pudo haber sido una de las causas de 
que la tierra con mayor potencial productivo del país esté 
concentrada en unas pocas familias (Tobón Sanín, 1990). 
Adicional a lo anterior, la no presencia del Estado colom-
biano en las regiones ha permitido que los grupos al mar-
gen de la ley impongan las condiciones de quien explota 
la tierra y cómo la debe explotar, que en muchas ocasio-
nes termina en cultivos ilícitos como lo es el cultivo de 
coca con fines de producción de clorhidrato de cocaína.

Por último, los conceptos de “cultura jurídica interna” 
y “cultura jurídica externa”, planteados por Lawrence M. 
Friedman, se definen como:

La cultura jurídica “externa” es el “conjunto de las ideas, 

valores, opiniones, expectativas y creencias que las per-

sonas en sociedad mantienen frente al sistema jurídico 

y sus diversos componentes”; la cultura jurídica “interna” 

es “aquella que es propia de los miembros de la socie-

dad que realizan actividades jurídicas especializadas”. 

(Friedman, 1975, p. 223, citado por López Medina, 2014, 

p. 232)

Al tener claridad en ambos conceptos, se puede afir-
mar la existencia de una línea que divide al sujeto en cuan-
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to a su conocimiento en la actividad jurídica, esto se puede 
evidenciar en la sentencia de 1967 de la Corte Suprema 
de Justicia, donde el demandante confunde dos figuras 
jurídicas completamente contrarias en su naturaleza y su 
aplicación, por no contar con el conocimiento jurídico per-
tinente. Este caso debe tomarse como una oportunidad 
para que las personas que realizan actividades jurídicas de 
manera especializada (cultura jurídica interna) busquen la 
manera de conservar los tecnicismos y principios que de-
ben tener las leyes y, a la vez, logren que las personas de la 
sociedad que no tienen este conocimiento (cultura jurídica 
externa) entiendan la ley de manera simple y de acuerdo 
con sus condiciones sociales.

Es de suma importancia identificar y diferenciar ambas 
culturas jurídicas, ya que, en el caso de que ganará la presi-
dencia de la República un candidato como el representante 
del partido de la Colombia Humana, y que tenga la in-
tención de iniciar una política de gobierno a partir de 
la redistribución de la tierra, por medio de la extinción 
de dominio agraria, la cultura jurídica externa (es decir, la 
sociedad en general) probablemente podría ver esto como 
una expropiación arbitraria y sin indemnización. Es aquí don-
de, la cultura jurídica externa debe suponer un reto y una 
prioridad explicar y dar las herramientas necesarias a los 
individuos que integran la cultura jurídica interna para que 
puedan entender los conceptos jurídicos que se involucran 
en esa política, buscando evitar confusiones como la mencio-
nada anteriormente, en la cual se usa una figura propia del 
sistema normativo colombiano, creada en 1936, y que está 
bajo el principio de la función social de propiedad.

La cultura jurídica exter-
na debe suponer un reto 
y una prioridad explicar y 
dar las herramientas ne-
cesarias a los individuos 
que integran la cultura 
jurídica interna para 
que puedan entender 
los conceptos jurídicos 
que se involucran en esa 
política...
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Capítulo vi. Conclusiones

Este trabajo buscó realizar una reflexión sobre el fenómeno jurídico de 
la extinción del domino agraria en Colombia, desde la reforma constitu-
cional de 1936, mediante la cual se introdujo la figura de la función social 
de propiedad y de la extinción del derecho de dominio o propiedad sobre 
los predios rurales por medio de la Ley 200 de 1936, con el fin de llevar a 
cabo la reforma agraria que planteaba el presidente López Pumarejo en 
aquella época; hasta la actualidad con el análisis del proyecto de Ley de 
Tierras planteado por el expresidente Juan Manual Santos, presentado 
gracias a los compromisos adquiridos por la nación en el Acuerdo Final 
para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y 
duradera, donde se ratifica el fenómeno jurídico como una herramienta 
que conserva la esencia de su creación: la productividad del campo co-
lombiano.

Inicialmente, se plantean las conclusiones desde lo identificado en el 
recuento normativo, luego se realizan las conclusiones del marco teórico, 
para finalmente poder entender el contexto del fenómeno jurídico y la 
interpretación del origen de este en Colombia. Para realizar estas conclu-
siones, se debe tomar lo explicado en el párrafo anterior, en el que se deja 
claridad que el fenómeno jurídico de estudio de este trabajo es el con-
cepto de la extinción de dominio agraria, también conocida en la Ley 200 
de 1936 como “extinción del derecho de dominio o propiedad sobre los 
predios rurales” y que, inicialmente, se crea como una figura jurídica que 
busca cumplir con la reforma agraria, la cual aún sigue siendo un clamor 
general por parte de los campesinos más pobres de Colombia.

Desde el punto de vista del marco normativo, temática correspondien-
te a la asignatura “Civil Bienes”, se realizó un recuento normativo desde la 
reforma constitucional de 1936 hasta el 2018, donde se evidencia que en 
la actualidad aún no se menciona nada referente al tema de extinción de 
dominio agraria, en aras de volver efectiva y una realidad la reforma agra-
ria, salvo una Ley que se encuentra engavetada en la agenda legislativa la 
cual fue radicada desde el 2017. Mediante esta investigación, se identifi-
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caron dos actos que reformaron la Constitución Política 
de Colombia, nueve leyes, ocho decretos regulatorios, dos 
sentencias de las Cortes, un acuerdo del Estado y un pro-
yecto de Ley en trámite, todo esto en 82 años de historia 
colombiana; asimismo, 82 años en los que la noción de ex-
tinción de dominio agraria lleva siendo parte del derecho 
positivo colombiano, sin lograr aun la redistribución de la 
tierra en Colombia, el cual es el objetivo principal de una 
reforma agraria tal como se ha tratado de plantear duran-
te el siglo xx por parte de diferentes autores analizados.

Es importante resaltar que no todas las leyes, decretos, 
sentencias, entre otros, hacen modificaciones sustancia-
les a la figura jurídica de extinción de dominio, respecto 
a las causales generadas por actuaciones del propietario, 
como lo son la no explotación económica del inmueble 
rural, como se estipula en la Ley 200 de 1936, y el incum-
plimiento de la función ecológica de la propiedad por rea-
lizar actividades que atenten contra el medio ambiente, 
que se incorpora en 1991 por medio de la Constitución 
Nacional. Lo anterior, deja claro que la figura de la extin-
ción de dominio agraria, desde su creación, ha sufrido 
únicamente una modificación en sus causales, la cual fue 
introducida por la Constitución Política de 1991, en su artí-
culo 58, y otros cambios menores como los hechos sobre 
algunas entidades públicas (el Incora o el Incoder) por di-
versas razones.

En otras palabras, desde 1936 hasta la actualidad, úni-
camente se ha introducido una nueva causal de extinción 
del dominio, la cual repercute en aquella propiedad que 
vaya en contra de la función ecológica, aparte de la fun-
ción social de la propiedad, ya existente desde 1936; este 
es el aspecto más relevante del recuento normativo y se 
representa en el artículo 58 de nuestra Carta Magna. Es 
importante identificar que los avances normativos, espe-
cialmente cuando se han introducido cambios, han estado 
acompañados de jornadas de violencia (desde la década 
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de 1930 hasta los años del decenio de 1990), donde pa-
san a estar acompañados por compromisos adquiridos 
por el Estado en el marco de una negociación en aras 
de terminar el conflicto interno y se ha actualizado los 
términos de la explotación económica.

De las nueve leyes identificadas en este recuento 
normativo, la Ley 200 de 1936 sigue siendo la columna 
vertebral de mucha de las leyes que se han desarro-
llado a la fecha, pero para realizar conclusiones de es-
tas transiciones normativas que se han identificado, se 
debe entender que la Ley 200 no tendría sentido sin el 
Acto Legislativo 01 de 1936. En este Acto Legislativo se 
incorpora el elemento central que sustenta la extinción 
de dominio agraria y es la función social de la propie-
dad, la cual fue desarrollada en Europa para solucionar 
las tierras improductivas y la concentración excesiva de 
la tierra, la cual pretendía, mediante esta figura jurídi-
ca, generar un bienestar al sector agrario colombiano. 
Es importante resaltar que, durante esta época, el go-
bierno de López Pumarejo, representando al partido 
liberal, buscaba acabar con la hegemonía conservado-
ra la cual seguía concentrando las mejores tierras; por 
lo que esta Ley cumplía con la finalidad de regular las 
conductas de los individuos que viven en sociedad. Ac-
tualmente, una de las dos causales recae sobre la Ley 
200 de 1936.

Tras la incorporación de la extinción del dominio 
al marco normativo colombiano en 1936 (Ley 200), se 
siguió expidiendo leyes sobre el régimen de tierras, 
como la Ley 100 de 1944, y sobre la reforma social 
agraria, Ley 135 de 1961. Luego de la Ley 1 de 1968 y 
todas las leyes posteriores hasta la Ley 160 de 1994, se 
han introducido modificaciones a las tres leyes inicia-
les mencionadas y los nombres de todas estas leyes lo 
confirman, dado que todas inician por el apelativo: “por 
la cual se introducen modificaciones…”. Si bien se sabe 
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cuál ley modifica y en qué sentido, no se evidencian, en-
tre 1936 hasta 1994, grandes cambios en la figura, ya que 
se daban ajustes requeridos por cambio de instituciones, 
nuevos actores, entre otros aspectos que son importantes 
a la hora de estar en el proceso de la extinción; no obstan-
te, no se reflejan cambios trascendentales que modifiquen 
la esencia de la extinción de dominio agraria. Esto de-
muestra que la figura jurídica tiene solidez y requiere una 
mejora continua, a medida que gana conocimiento en su 
aplicación y las realidades presentadas. Hasta esta fecha y 
de manera desafortunada, todas estas gestas jurídicas han 
estado marcadas de jornadas de violencia o manifestacio-
nes, esto no necesariamente quiere decir que para lograr 
gestas jurídicas se debe acudir a la violencia, pero desafor-
tunadamente, el campo colombiano se ha visto marcado 
por esta tendencia hasta la Ley 160 de 1994.

Con la Ley 160 de 1994, expedida gracias a los compro-
misos adquiridos por el Estado colombiano como parte del 
proceso de negociación con los grupos al margen de la ley 
que dieron origen a la Unión Patriótica, se dejan de realizar 
modificaciones a los artículos de las leyes y se crea el co-
nocido Código Agrario, el cual se encuentra aún vigente. Se 
evidencia que se introducen nuevas medidas que respal-
dan la extinción del dominio, aunque en la práctica sigue 
sin ejecutarse efectivamente a pesar de estar positivizada 
y basada en la función social de la propiedad.

Esta Ley 160, se encuentra vigente por la declaratoria 
de inexequibilidad de la Ley 1152 de 2007, emitida me-
diante la sentencia C-175 del 2009, ya que esta ley no tenía 
en cuenta a las comunidades indígenas, no se realizaron 
las respectivas consultas y las leyes que los afectan de ma-
nera directa deben realizar dicha consulta previa; aspecto 
que debe llevar al Gobierno Nacional y al Estado colom-
biano a realizar un análisis a la hora de contratar aseso-
res jurídicos, ya que todo el trabajo legislativo o incluso las 
esperanzas de muchas familias con una ley de este tipo 



67

Y
O

N
IE

R 
A

LE
JA

N
D

RO
 B

U
RI

T
IC

Á
 G

Ó
M

EZ
, 

T
A

T
IA

N
A

 A
N

D
RE

A
 L

Ó
PE

Z
 L

Ó
PE

Z
, 

C
RI

ST
IA

N
 D

A
V

ID
 M

A
Y

A
 G

RI
SA

LE
S,

 S
ER

G
IO

 M
EJ

ÍA
 G

Ó
M

EZ
, 

 
EV

ER
N

EY
 M

O
N

T
O

Y
A

 G
A

RZ
Ó

N

se ven afectadas por la incorrecta interpretación de los 
principios constitucionales.

De aquí en adelante, no se encuentran más leyes sobre 
el tema agrario, quedando el campo colombiano regulado 
por una ley que tiene un poco más de 25 años, siendo 
1994 a 2018 el periodo más largo en la historia de Colom-
bia sin legislar sobre dicho tema. Si bien no se ha legislado 
durante este periodo sobre el sector agrario, también de 
acuerdo con lo identificado en las leyes anteriores, la ex-
tinción de dominio agraria, como herramienta que tiene 
el derecho para cumplir la reforma agraria, no ha creado 
duda sobre su eficacia, veracidad o solidez.

Por el lado de los decretos regulatorios, se identifica 
que estos desarrollan las leyes que le corresponde a cada 
uno frente a los tiempos, el debido proceso y demás ele-
mentos que deben ser aclaradas en un decreto de este 
tipo. De los ocho decretos identificados desde 1938, año 
en que se expide el Decreto 59 el cual reglamenta la Ley 
200 de 1936, hasta el Decreto 1465 de 2013, el cual regla-
menta la Ley 160 de 1994, siempre se buscó dejar claros 
los alcances de la medida para no generar incertidumbre 
a los propietarios de las tierras.

De los otros elementos identificados, es importante 
resaltar la Sentencia de la Corte Suprema de Justicia de 
1967, mediante la cual se rechazan las pretensiones del 
demandante por confundir extinción del dominio con una 
enajenación forzosa, sin indemnización. Esto es de suma 
importancia, ya que permite concluir, de acuerdo con lo 
identificado en este recuento normativo, que nunca se ha 
dado una definición formal sobre lo que es la extinción 
del derecho de dominio sobre predios rurales. La falta 
formal de esta definición generó la confusión establecida 
por el demandante en esta sentencia, en la cual la Corte 
Suprema de Justicia generó la diferencia de ambos con-
ceptos sin que en ningún momento se haya insertado la 

De aquí en adelante, no 
se encuentran más leyes 
sobre el tema agrario, 
quedando el campo 
colombiano regulado 
por una ley que tiene un 
poco más de 25 años...
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definición en las leyes correspondientes; hecho que pro-
voca que las personas del común, las cuales no tienen los 
conocimientos jurídicos o las herramientas para entender 
las sentencias, no puedan acceder a una definición formal 
de la extinción del dominio.

Por otro lado, del recuento normativo y el análisis pa-
ralelo con las situaciones que acompañaron los cambios 
normativos se deducen tres aspectos muy relevantes: el 
primer aspecto es la Reforma Agraria, teniendo en cuen-
ta que su objetivo principal es la redistribución de tierras, 
como alma y sustento de la extinción de dominio; segundo 
aspecto es el hecho de que desde 1936 hasta 1994 los 
cambios normativos siempre estuvieran acompañados de 
jornadas de violencia, buscando alcanzar gestas para los 
campesinos y el acceso a la tierra; y, como tercer aspecto, 
tiene que ver con los compromisos adquiridos por el Go-
bierno y los procesos de con los grupos al margen de la 
ley que crearon la Unión Patriótica (Ley 160 de 1994) y el 
reciente proyecto de ley como producto de los Acuerdos 
de la Habana, estos momentos demuestran que la diná-
mica de las jornadas de violencia cambia por procesos de 
negociación con el Estado.

Es así como, se puede inferir que al no realizar una 
definición formal en las leyes, como si se hace con otros 
términos, se puede generar una confusión por parte de 
las propietarios de las fincas, que no son personas espe-
cializadas en la actividad jurídica y requieren de una herra-
mienta que les ayude a entender el poder del significado 
de esta figura, su alcance y no confundirla como lo hacen 
muchos autores, como la confusión con la expropiación 
sin indemnización (Tobón Sanín, 1990).

En el marco normativo, se muestra la realidad infor-
mativa de la extinción de dominio agraria y la extinción de 
dominio por causas ilícitas; si se realizar un análisis de la 
aplicación de ambas medidas en los diferentes municipios 
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de Colombia, se puede evidenciar que no existe voluntad 
política por parte del Estado de aplicarlas con la misma 
determinación; todo lo contrario, para el Estado, la clase 
política y los medios de comunicación parece que estas 
figuras jurídicas han sido olvidadas por completo o se tien-
de a equipararlas.

Para dar cumplimiento al orden propuesto, se procede 
a concluir lo identificado y analizado en el marco teórico. 
La temática analizada corresponde a la asignatura Socio-
logía Jurídica, mediante la cual se analizan los principales 
intelectuales y conceptos que llevan a entender el fenó-
meno social y el fenómeno jurídico en nuestra sociedad. 
Es de su importancia resaltar que, las nociones que se de-
sarrollan por los diferentes autores son transcendentales 
para el análisis del fenómeno social de la concentración 
excesiva de la tierra en pocas familias a través de la re-
forma agraria, la cual buscaba que los campesinos más 
pobres accedieran a la tierra.

Como se menciona anteriormente, cada fenómeno jurí-
dico, es decir, cada norma creada, ha ido acompañada y co-
rresponde a fenómenos sociales como lo son las jornadas 
de violencia o los compromisos del Estado en aras de lograr 
una negociación y terminar con los conflictos internos del 
país, haciendo alusión al principio de la sociología jurídica.

Por otro lado, es importante entender los elementos 
construidos por cada uno de los diferentes integrantes 
del fenómeno social como lo son los campesinos, los pro-
pietarios de la tierra y el Estado colombiano, teniendo en 
cuenta así su autopoiesis. Cada uno de estos actores del 
fenómeno social tiene características propias, en espe-
cial, los campesinos y propietarios, las cuales deben ser 
analizadas con mucha atención por parte del Estado co-
lombiano y tener en cuenta sus diferentes puntos de vista 
a la hora de realizar modificaciones a las leyes o al crear 
nuevas medidas frente a este fenómeno jurídico de la ex-
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tinción de dominio agraria, en aras de crear una reforma 
agraria integral, desarrollando así la sociología interpretati-
va, planteada por Max Weber.

Como se puede observar en el marco teórico, se ana-
lizan diferentes conceptos de diferentes autores. Para los 
autores de esta investigación y referente a los conceptos 
analizados, se hace énfasis en el concepto de complejidad 
(Niklas Luhmann), el cual se entiende como “un proceso de 
racionalización que permita intervenir y entender la rea-
lidad de los sistemas sociales. Para ello, elabora una red 
sistémica del concepto que posibilite justamente ese en-
tender y comprender” (Castro Sáez, 2011, p. 285).

El concepto de complejidad es central en el estudio del 
fenómeno social, ya que permite realizar una red sistémica 
del sector agrario o más bien una estructura agraria, como 
la denominó el profesor Tobón Sanín (1990). La cual per-
mite entender que tanto el propietario de la tierra como 
el campesino son importantes y necesarios en el proceso, 
puesto que el propietario se encuentra en medio de una 
crisis agraria y, por lo tanto, es necesario dar paso a la re-
distribución de la tierra y generación de empleo, necesidad 
del Estado pues los campesinos aportan a el país, con su 
beneficio ayudan a alzar la economía y la producción in-
terna de la nación. Por lo que es importante buscar una 
solución a este problema que lleva más de 82 años en la 
discusión jurídica y política del país, además cuenta con 
herramientas para hacerlo, ya que, en caso de no darse, 
esta red agraria podría colapsar y, por ende, el país podría 
entrar en una profunda crisis económica y social.

Este concepto de complejidad es de suma importancia 
para la realidad del campo y de nuestro país en general, 
si no se toma la iniciativa y se soluciona de una vez el pro-
blema que se presenta con la concentración de la tierra, 
podríamos llegar al punto de tener que depender de otros 
países para alimentarnos. Por lo que este concepto de-

El concepto de comple-
jidad es central en el 
estudio del fenómeno 
social, ya que permite 
realizar una red sistémi-
ca del sector agrario o 
más bien una estructura 
agraria.
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bería estar acompañado de la sociología del campo, como 
lo propone Karl Marx. Esta sociología del campo ayudaría 
enormemente al legislativo, por medio de investigaciones 
especializadas en el sector agrícola y así poder entender los 
elementos esenciales de cada uno de los actores (campesi-
nos-propietarios) de este caso. Una reforma agraria colom-
biana y la aplicación verdadera de la extinción del derecho 
de dominio sobre inmuebles rurales logrará una justicia ma-
terial y real, propia de un Estado Social de Derecho.

Otro factor que ha afectado en el cumplimiento por 
parte del Estado colombiano es la presencia de grandes 
grupos al margen de la ley con recursos económicos su-
ficientes para sostener cualquier guerra, garantizando los 
recursos para la dotación de armamento y suministros a 
sus hombres, esto ha llevado a dichos grupos a ser fuen-
te de norma en las zonas que habitan y que el Estado no 
hace presencia efectivamente. A partir del pluralismo ju-
rídico que crean estos grupos, obligan a los campesinos 
a sembrar un tipo de cultivo especifico, debido al control 
territorial por parte de estos grupos y su poder en arma-
mentos, esto ha dificultado enormemente que el Estado 
tenga interés en aplicar la medida de extinción.

En general, son muchas las herramientas que brinda la 
Sociología del Derecho para que el poder legislativo realice 
constantes análisis sobre la aplicación de una medida en 
aras de lograr su cumplimiento y no se sigan expidiendo 
normas que, en el caso de la extinción de dominio agraria, 
son poco aplicadas, lo que representa un gran reto para 
que esta medida logre sacar a los campesinos de la pobre-
za. Todos los conceptos analizados aportan herramientas 
que, como se evidencia, son de suma importancia y de-
pendiendo del caso unos conceptos se ajustan mejor que 
otros. Debería ser obligatorio en el Congreso que, a la hora 
de realizar ponencias sobre las leyes, se realice una pre-
sentación de análisis basados en estos conceptos para lo-
grar un cumplimiento material de estas leyes y la finalidad 
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del Estado como Estado Social de Derecho, garantizando 
que se realice un acercamiento profundo de la realidad so-
cial en la creación del Derecho colombiano.

Igualmente, se concluye que la extinción de dominio 
sustentada en la función social de la propiedad en Colom-
bia debe tener una aplicación más profunda, que vaya de 
la mano de una política integral que no sea solo de ma-
nera coercitiva, sino integral, que garantice un desarrollo 
completo de los campesinos, de los propietarios y sus pre-
dios. La extinción de dominio es una herramienta jurídica 
sólida con el alcance suficiente para lograr entregar tierra a 
los más pobres, pero a estos mismos también se les debe 
acompañar en una política integral, de lo contrario, dichas 
tierras estarían sin producción debido a sus condiciones 
sociales, problemas económicos y realidad de nuestro país.

Además, otra conclusión tiene que ver con los concep-
tos desarrollados por la sociología jurídica o del derecho 
(dependiendo del autor y de los alcances), puesto que son 
herramientas que permite al Derecho entender a la socie-
dad en aras de lograr una justicia material, una redistri-
bución de tierras y equidad de sistemas sociales basado 
en un trabajo sistémico con diferentes fundamentos, es-
tudiados previamente, haciendo alusión a la racionalidad 
del Derecho, planteada por el conocido Max Weber. Con el 
fin de lograr acercar el Derecho a la sociedad para brindar 
mejores soluciones y reales, y no meras leyes formales que 
en la práctica de su aplicación sean complejas, como el plu-
ralismo jurídico que se presenta en el campo colombiano.

Finalmente, al realizar el paralelo entre las leyes que 
regulan la extinción de dominio agraria y la extinción de 
dominio por causas ilícitas, se evidencia que desde la rea-
lidad informativa (medios de comunicación, comunicados 
oficiales, entre otros). La segunda es la más aplicada por el 
Estado, ya que los medios de comunicación muestran a los 
alcaldes y a el presidente, en fotos y discursos, argumen-
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tando que esta es la única herramienta que han encontrado 
para atacar a los grupos criminales y sus fuentes de ingreso 
ilícito, ya que les duele perder sus bienes; pero no se evi-
dencia nada de la extinción de dominio agraria como herra-
mienta para la mejora del campo y el campesinado. Como 
conclusión y discusión que todos los especialistas del área 
jurídica deben realizar, se deja las siguientes preguntas para 
el debate: ¿qué pasa si el campo colombiano colapsa y no se 
consiguen más campesinos para trabajar la tierra?, ¿de qué 
sirve que la Ley 200 de 1936 esté bien estructurada, si no se 
logra el objetivo de la redistribución de la tierra y acceso a la 
misma por parte de los campesinos más pobres?
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Capítulo vii. Anexos

Anexo 1. Ficha Sentencia Corte Suprema de Justicia 1967

FICHA PARA EL ANÁLISIS SENTENCIAS CORTE SUPREMA DE JUSTICIA,  
SALA PLENA.

Estudiantes: Tatiana Andrea López López.
Yonhier Alejandro Buriticá.
Cristian Maya Grisales.
Sergio Mejía Gómez.
Everney Montoya Garzón.

Fecha: 19 de octubre de 2018.

Curso: 221 – jornada noche.

Número de sentencia: Sentencia de 1967 – Derecho de Propiedad.

Tipo de sentencia: Sentencia Sala Plena.

Magistrado ponente: Ignacio Gómez Posse.

Fecha de decisión: 6 de noviembre de 1967.

Demanda: Se demandan los artículos 6 y 8 de la Ley 200 de 1936 sobre 
régimen de tierras y el inciso 2°, literal a), artículo 3 de la Ley 135 
de 1961, sobre la reforma social agraria.

Problema jurídico plan-
teado por la corte:

Que la figura de la extinción del dominio se aplica de manera 
arbitraria, de manera forzosa y sin indemnización, vulnerando los 
derechos del propietario.

Normas aplicables al 
caso:

Artículo 30 de la Carta Magna, Sentencia 11 de diciembre de 
1964, Ley 135 de 1961, Artículo 30 del Decreto 528 de 1964, 
Artículos 22, 23, 24 y 25 del Estatuto Agrario.

¿La corte resuelve el 
problema jurídico?

Si lo resuelve, dice que la extinción del dominio se ajusta a los 
términos de la función social de la propiedad consagrado en la 
reforma constitucional de 1936. Y, que en ninguna circunstancia 
se pueden configurar las figuras jurídicas como las que presenta 
el demandante. La Corte afirma que son figuras jurídicas total-
mente independientes y así mismo su origen y/o finalidad. Ade-
más, reconoce que el demandante confundió dos figuras jurídicas 
diferentes en su naturaleza y consecuencias.

Ratio decidendi: El artículo 8 queda derogado, por lo tanto, al carecer de materia 
no es procedente la declaratoria de inexequibilidad. En cuanto 
al artículo 6, se declara su exequibilidad, ya que este se encuen-
tra de en armonía con la Constitución Política, debido a que el 
demandante confundió dos figuras diferentes en su naturaleza y 
consecuencias.

Capítulo vii. Anexos
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FICHA PARA EL ANÁLISIS SENTENCIAS CORTE SUPREMA DE JUSTICIA,  
SALA PLENA.

Decisión: Primero. DECLARAR EXEQUIBLE el artículo 6.° de la Ley 200 de 
1936.
Segundo. No hay lugar a nuevo pronunciamiento en relación con 
el inciso 2.°, literal a), artículo 3.° de la Ley 135 de 1961, por cuan-
to ya fue declarado exequible en sentencia del 11 de diciembre 
de 1964.
Tercero. El artículo 8.° de la Ley 200 de 1936, quedó tácitamente 
derogado por las disposiciones legales a que se refiere la parte 
motiva de esta providencia; por tal motivo no es pertinente la de-
claratoria de inexequibilidad impetrada por el actor, por carencia 
de materia.
La decisión radica más en un error por parte del demandante en 
interpretar dos figuras jurídicas totalmente diferentes.

Salvamento de voto (sí 
aplica):

No se evidencia en la sentencia.

Magistrado que salva 
voto y tesis:

No se evidencia en la sentencia.

Aclaración de voto (sí 
aplica):

No se evidencian en la sentencia.

Magistrado que aclara el 
voto y explicación:

No se evidencian en la sentencia.

Obiter dicta: Reforma Constitucional de 1936 donde se consagra la función 
social de la propiedad en Colombia.
Sentencia del 11 de diciembre de 1964.

Comentarios 
estudiantes:

Es de suma importancia conocer los conceptos, la esencia, los 
elementos y otros aspectos que forman y dan respaldo a una 
figura jurídica como la extinción de dominio para no confundirse 
en los mismos a la hora de demandar una norma ante las altas 
cortes. En este caso, el confundir términos como enajenación for-
zosa con la extinción del dominio y además afirmar que en esta 
enajenación se hace la debida indemnización antes o después 
de la sentencia. Eso muestra que probablemente el demandante 
no conocía la finalidad de la figura y por eso la Corte no accedió a 
sus pretensiones.
En esta sentencia se le da respaldo a la extinción de dominio 
como una figura que busca cumplir el principio de la función 
social de la propiedad y que no afecta los derechos de los propie-
tarios.

Este formato fue elaborado por la estudiante Laura García Suárez, del programa 
de Derecho de la Fundación Universitaria del Área Andina, como una propuesta me-
todológica para el análisis en clase de las sentencias de la Corte Suprema de Justicia, 
Sala de Casación Civil.

Puede reproducirse para fines eminentemente académicos y en dicho sentido 
opera la autorización.
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Anexo 3. Foto Presidencia

Fuente: Presidencia de la República de Colombia (2018).
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